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herramientas de inteligencia artificial, a cargo de la diputada Laura Ivon-
ne Ruiz Moreno, del Grupo Parlamentario del PRI
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36

38



Proposiciones

CON PUNTO DE ACUERDO, PARA EXHORTAR A A SEP A
FORTALECER LOS MECANISMOS DE EVALUACIÓN DIAG-
NÓSTICA Y MEJORA CONTINUA DEL SISTEMA EDUCATIVO
NACIONAL, A CARGO DEL DIPUTADO CÉSAR ALEJANDRO
DOMÍNGUEZ DOMÍNGUEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO
DEL PRI

Quien suscribe, diputado César Alejandro Domín-
guez Domínguez, integrante del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional, de la LXVI
Legislatura de la Cámara de Diputados del Honorable
Congreso de la Unión, con fundamento en los artícu-
los 6, numeral 1, fracción I; y 79, numeral 2, fracción
II, y demás aplicables del Reglamento de la Cámara de
Diputados, someto a la consideración de esta asam-
blea, la siguiente proposición con punto de acuerdo, al
tenor de las siguientes

Consideraciones

La mejora de la educación pública requiere informa-
ción suficiente, confiable y periódica que permita co-
nocer las condiciones en las que funciona el Sistema
Educativo Nacional, identificar sus principales reza-
gos y determinar si las políticas y programas imple-
mentados están produciendo los resultados esperados.
Evaluar no constituye un fin en sí mismo, sino una he-
rramienta para detectar problemas, orientar decisiones
y dirigir los recursos públicos hacia aquellos ámbitos
en los que existen mayores necesidades.

Esta tarea adquiere especial relevancia ante la dimen-
sión y diversidad del sistema educativo mexicano. Las
condiciones de acceso, permanencia y trayectoria es-
colar no son homogéneas entre niveles educativos ni
entre las distintas entidades federativas. La propia Se-
cretaría de Educación Pública genera y publica indica-
dores sobre cobertura, escolarización, abandono, re-
probación y eficiencia terminal, además de
información desagregada por entidad federativa, pre-
cisamente porque estos datos permiten conocer la evo-
lución y los principales desafíos del Sistema Educati-
vo Nacional.

Los datos disponibles permiten dimensionar algunas
de esas diferencias. Para el ciclo escolar 2023-2024,
por ejemplo, la SEP reportó una tasa de abandono es-

colar de 0.6 por ciento en educación primaria, 3.7 por
ciento en secundaria y 11.3 por ciento en educación
media superior. Asimismo, para el ciclo 2024-2025 es-
timó una cobertura de 63.9 por ciento en educación
preescolar, 99.5 por ciento en primaria, 93.1 por cien-
to en secundaria y 74.8 por ciento en educación media
superior. Estas diferencias muestran que los desafíos
educativos tienen características distintas dependiendo
del nivel que se analice y, por tanto, requieren diag-
nósticos que permitan diseñar respuestas diferencia-
das.

La generación de indicadores también permite obser-
var las desigualdades territoriales. La información ofi-
cial de la SEP presenta estadísticas de alumnos, do-
centes y escuelas, así como los principales indicadores
educativos por entidad federativa, y mantiene series
históricas que permiten analizar su evolución. Contar
con esta información hace posible identificar dónde se
concentran los rezagos, dar seguimiento a los cambios
en el tiempo y contar con mayores elementos para
orientar la planeación educativa y la asignación de re-
cursos públicos.

La propia política presupuestaria federal reconoce la
importancia de este seguimiento. Para el ejercicio fis-
cal 2026, la SEP mantiene Matrices de Indicadores pa-
ra Resultados de los programas presupuestarios del
sector educativo. De acuerdo con la propia Secretaría,
estos instrumentos establecen indicadores estratégicos
y de gestión que sirven como base para evaluar los re-
sultados alcanzados y su impacto en la población.

De igual manera, la Ley General de Educación esta-
blece que el Estado está obligado a prestar servicios
educativos con equidad y excelencia y dispone que las
medidas adoptadas para cumplir con ese mandato de-
ben atender prioritariamente a los grupos y regiones
que enfrentan mayor rezago educativo. Para cumplir
efectivamente con ese propósito resulta indispensable
contar con diagnósticos, indicadores y mecanismos de
seguimiento capaces de identificar dónde se encuen-
tran esas desigualdades y cómo evolucionan.

Por ello, la evaluación, el diagnóstico y la generación
de información educativa deben entenderse como
componentes necesarios de una política pública orien-
tada a la mejora. Sin información que permita conocer
los aprendizajes, las trayectorias escolares, las brechas
territoriales y las condiciones en las que se presta el
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servicio educativo, resulta más difícil determinar qué
políticas deben fortalecerse, cuáles requieren modifi-
caciones y hacia dónde deben dirigirse prioritariamen-
te los recursos públicos.

En este contexto, la Comisión Nacional para la Mejo-
ra Continua de la Educación (Mejoredu) fue creada en
2019 como el organismo encargado de coordinar el
Sistema Nacional de Mejora Continua de la Educa-
ción. Su diseño respondió a la necesidad de contar con
una instancia especializada que generara información,
diagnósticos y herramientas técnicas para conocer el
funcionamiento del Sistema Educativo Nacional y
contribuir a la toma de decisiones en la materia.

La reforma constitucional en materia educativa publi-
cada el 15 de mayo de 2019 estableció entre sus atri-
buciones la realización de estudios, investigaciones
especializadas y evaluaciones diagnósticas, formativas
e integrales; la determinación de indicadores sobre los
resultados de la mejora continua; la definición de cri-
terios para los procesos de evaluación; y la generación
y difusión de información que contribuyera a la mejo-
ra del Sistema Educativo Nacional. Asimismo, con-
templó la emisión de lineamientos relacionados con el
desarrollo del magisterio, el desempeño escolar, los re-
sultados de aprendizaje y la mejora de las escuelas.

Estas atribuciones fueron desarrolladas posteriormen-
te en la Ley Reglamentaria del Artículo 3o. de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en
materia de Mejora Continua de la Educación. La le-
gislación estableció una estructura técnica especializa-
da que incluía áreas de evaluación diagnóstica; apoyo
y seguimiento a la mejora continua e innovación edu-
cativa; y vinculación e integralidad del aprendizaje.
En particular, el área de evaluación diagnóstica tenía
como objeto establecer criterios para los procesos va-
lorativos, cualitativos y formativos relacionados con la
mejora educativa.

El ámbito de actuación de la Comisión, por tanto, no
se limitaba a la aplicación de evaluaciones. También
comprendía la realización de investigaciones especia-
lizadas, la construcción de indicadores, la elaboración
de lineamientos y criterios, así como la generación de
información para contribuir al desempeño escolar, la
formación docente, la gestión de las escuelas y el se-
guimiento de los procesos de mejora educativa. Los
documentos oficiales de la propia política de mejora

continua reconocían estas tareas como parte de una vi-
sión orientada al fortalecimiento progresivo y sistemá-
tico del Sistema Educativo Nacional.

De esta manera, las funciones asignadas a Mejoredu
conformaban un conjunto de capacidades técnicas des-
tinadas a producir evidencia sobre distintos compo-
nentes, procesos y resultados educativos. La informa-
ción obtenida mediante estas actividades podía servir
tanto para identificar áreas de oportunidad como para
sustentar lineamientos, criterios y acciones dirigidas a
la mejora de las escuelas, de los procesos educativos y
del desarrollo profesional docente.

Por ello, con independencia de la estructura institucio-
nal mediante la cual sean ejercidas, las funciones de
evaluación diagnóstica, investigación, generación de
indicadores y seguimiento de la mejora educativa
constituyen tareas sustantivas que requieren continui-
dad y capacidades técnicas suficientes para contribuir
al funcionamiento y fortalecimiento del Sistema Edu-
cativo Nacional.

A pesar de la relevancia de contar con mecanismos es-
pecializados para acompañar la mejora del Sistema
Educativo Nacional, el diseño institucional estableci-
do en 2019 fue modificado pocos años después. El 5
de febrero de 2024, el entonces titular del Poder Eje-
cutivo federal presentó ante la Cámara de Diputados
una iniciativa de reforma constitucional en materia de
simplificación orgánica que planteó, entre otros cam-
bios, la desaparición de la Comisión Nacional para la
Mejora Continua de la Educación.

La propuesta avanzó durante la LXVI Legislatura. El
20 de noviembre de 2024, la Cámara de Diputados
aprobó el dictamen en lo general y los artículos no re-
servados con 347 votos a favor, 128 en contra y nin-
guna abstención. Posteriormente, en el Senado de la
República, la reforma fue respaldada por las fuerzas
políticas que integraban la mayoría legislativa, mien-
tras que legisladores del PRI, PAN y Movimiento Ciu-
dadano votaron en contra en las comisiones dictami-
nadoras.

Finalmente, el 20 de diciembre de 2024 se publicó en
el Diario Oficial de la Federación el Decreto por el que
se reformaron, adicionaron y derogaron diversas dis-
posiciones de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos en materia de simplificación orgá-
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nica. En el caso educativo, la reforma derogó la frac-
ción IX del artículo 3o. constitucional, disposición que
establecía el Sistema Nacional de Mejora Continua de
la Educación y regulaba las principales atribuciones de
la Comisión Nacional para la Mejora Continua de la
Educación.

La reforma no fue únicamente una modificación ad-
ministrativa menor. Representó una transformación
del modelo institucional establecido en 2019, pues se
optó por dejar de contar con Mejoredu como organis-
mo público descentralizado, no sectorizado y dotado
de autonomía técnica, operativa, presupuestaria, de
decisión y de gestión, características que habían sido
establecidas expresamente en su legislación reglamen-
taria. La propuesta de simplificación orgánica planteó
que las atribuciones relacionadas con el Sistema Na-
cional de Mejora Continua de la Educación fueran
atendidas por la Secretaría de Educación Pública.

Los efectos de esa decisión trascendieron la elimina-
ción de una estructura administrativa. El propio De-
creto estableció un proceso de transición que requería
adecuaciones legislativas y la emisión del decreto de
extinción correspondiente por parte del Ejecutivo fe-
deral. La misma Comisión reconoció posteriormente
encontrarse dentro de dicho proceso y solicitó formal-
mente a la Secretaría de Educación Pública establecer
un diálogo para atender las implicaciones de su extin-
ción.

La decisión de modificar este modelo institucional
fue, por tanto, una determinación adoptada desde el
Poder Ejecutivo y respaldada por las mayorías legisla-
tivas que aprobaron la reforma constitucional. Con in-
dependencia de esa decisión, la reorganización admi-
nistrativa del Estado no puede significar que las tareas
vinculadas con la evaluación y la mejora educativa
queden sin las capacidades institucionales y presu-
puestarias necesarias para su continuidad. La desapa-
rición de un organismo modifica la forma en que el Es-
tado ejerce determinadas atribuciones, pero no elimina
la responsabilidad pública de atender las necesidades
que dieron origen a esas funciones.

La transformación institucional de la política de mejo-
ra continua de la educación estuvo precedida por una
reducción importante de los recursos asignados a la
Comisión Nacional para la Mejora Continua de la
Educación. Los documentos oficiales del Presupuesto

de Egresos de la Federación permiten observar que,
aun antes de que concluyera el proceso derivado de su
extinción, el presupuesto destinado a sus actividades
sustantivas ya había disminuido de manera considera-
ble.

En el Presupuesto de Egresos de la Federación para el
ejercicio fiscal 2024, Mejoredu contó con un presu-
puesto total aproximado de 631.7 millones de pesos.
De ese monto, alrededor de 368.2 millones de pesos
correspondieron al programa presupuestario P016, de-
nominado “Planeación, diseño, ejecución y evaluación
del Sistema Nacional de Mejora Continua de la Edu-
cación”, mientras que aproximadamente 263.5 millo-
nes de pesos se destinaron a actividades de apoyo ad-
ministrativo. Estas cifras permiten distinguir los
recursos destinados directamente a las actividades sus-
tantivas de mejora continua de aquellos necesarios pa-
ra la operación administrativa de la institución.

Para 2025, el presupuesto de la Comisión disminuyó a
aproximadamente 378.4 millones de pesos. De ellos,
221.5 millones correspondieron al programa P016 y
157 millones a actividades de apoyo administrativo.
En términos nominales, el presupuesto total de Mejo-
redu se redujo aproximadamente 40.1 por ciento res-
pecto de 2024, mientras que los recursos asignados es-
pecíficamente al programa sustantivo de mejora
continua disminuyeron alrededor de 39.9 por ciento en
el mismo periodo.

La reducción resulta especialmente relevante porque
afectó precisamente al programa presupuestario me-
diante el cual podían identificarse las erogaciones des-
tinadas a la planeación, diseño, ejecución y evaluación
del Sistema Nacional de Mejora Continua de la Edu-
cación. En un solo ejercicio fiscal, dicho programa pa-
só de aproximadamente 368.2 millones a 221.5 millo-
nes de pesos, lo que significó cerca de 146.7 millones
de pesos menos en términos nominales.

El escenario presupuestario volvió a modificarse para
2026. En el Presupuesto de Egresos de la Federación
aprobado para ese ejercicio ya no aparece el programa
P016 bajo la estructura que había tenido en 2024 y
2025. Los analíticos definitivos registran para la Co-
misión 367.8 millones de pesos dentro del programa
M001, “Actividades de apoyo administrativo”, de los
cuales aproximadamente 322.8 millones corresponden
a gasto corriente y 44.9 millones a inversión física.
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Este cambio impide interpretar el monto asignado en
2026 como una recuperación de los recursos que ante-
riormente se destinaban a las funciones sustantivas de
mejora continua. Aunque la Comisión continúa apare-
ciendo en los documentos presupuestarios durante el
proceso de transición institucional, la clasificación del
gasto ya no permite realizar una comparación directa
con el programa P016 que operaba en ejercicios ante-
riores. La propia Secretaría de Hacienda advierte que
los conceptos de agrupamiento y los niveles de agre-
gación de los analíticos presupuestarios pueden modi-
ficarse entre ejercicios, por lo que las comparaciones
deben realizarse considerando los cambios en la es-
tructura programática.

Por tanto, la evolución presupuestaria muestra dos fe-
nómenos distintos que deben analizarse conjuntamen-
te: primero, una reducción cercana al 40 por ciento del
presupuesto de Mejoredu entre 2024 y 2025 y, parti-
cularmente, de los recursos identificados para su pro-
grama sustantivo; y segundo, una modificación de la
estructura presupuestaria para 2026 que dificulta iden-
tificar bajo una misma categoría cuánto se destina ac-
tualmente a las funciones que anteriormente integra-
ban el Sistema Nacional de Mejora Continua de la
Educación.

Esta situación hace necesario que la reorganización
institucional vaya acompañada de claridad presupues-
taria. Conocer cuánto dinero se destina efectivamente
a las funciones de evaluación, diagnóstico y mejora
educativa constituye una condición indispensable para
que la Cámara de Diputados pueda ejercer adecuada-
mente sus atribuciones de aprobación, seguimiento y
fiscalización del gasto público.

La modificación del esquema institucional encargado
de la mejora continua de la educación no significa que
hayan dejado de existir las tareas relacionadas con el
diagnóstico, seguimiento y fortalecimiento del Siste-
ma Educativo Nacional. Por el contrario, el Presu-
puesto de Egresos de la Federación para 2026 permite
identificar dentro de la Secretaría de Educación Públi-
ca distintas unidades administrativas vinculadas con
algunas de estas actividades, lo que confirma la nece-
sidad de mantener capacidades técnicas y recursos pa-
ra su desarrollo.

Entre ellas se encuentra la Dirección General de Aná-
lisis y Diagnóstico del Aprovechamiento Educativo.

De acuerdo con el Presupuesto de Egresos de la Fede-
ración 2026, esta unidad responsable cuenta con 56.3
millones de pesos. De ese monto, aproximadamente
54.5 millones corresponden a servicios personales y
1.7 millones a servicios generales.

La existencia de esta unidad resulta particularmente
relevante porque la Secretaría de Educación Pública
ya participaba en actividades relacionadas con la eva-
luación educativa antes de la transformación institu-
cional. Los lineamientos emitidos en 2024 para las
evaluaciones diagnósticas de los aprendizajes señala-
ban que dicha Dirección General coadyuvaba en el
desarrollo de evaluaciones diagnósticas, formativas e
integrales y participaba en la aplicación, análisis y di-
fusión de resultados de evaluaciones de logro acadé-
mico.

El presupuesto educativo también identifica a la Di-
rección General de Formación Continua a Docentes y
Directivos. Para 2026 esta unidad responsable cuenta
con aproximadamente 107.2 millones de pesos, de los
cuales 10.4 millones corresponden a servicios perso-
nales. De esta manera, el Ramo 11 contiene actual-
mente diferentes unidades y asignaciones relacionadas
con ámbitos que forman parte de los procesos de diag-
nóstico y fortalecimiento educativo.

Además, en octubre de 2025 se reformó el Reglamen-
to Interior de la Secretaría de Educación Pública, mo-
dificando su estructura y distribución interna de atri-
buciones. Este proceso confirma que el traslado y
reorganización de responsabilidades educativas no se
agota con la eliminación formal de una institución, si-
no que requiere determinar qué unidades administrati-
vas asumirán las tareas correspondientes y bajo qué
capacidades institucionales habrán de desarrollarlas.

Sin embargo, la nueva distribución institucional y pre-
supuestaria dificulta realizar una equivalencia directa
entre los recursos que anteriormente se encontraban
concentrados en un programa específico y las asigna-
ciones que actualmente se encuentran dentro de la es-
tructura de la Secretaría de Educación Pública. Los
propios analíticos presupuestarios de la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público advierten que los concep-
tos de agrupamiento y los niveles de agregación pue-
den variar entre ejercicios fiscales, circunstancia que
debe tomarse en cuenta al efectuar comparaciones pre-
supuestarias.
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En consecuencia, el análisis del presupuesto vigente
no debe limitarse a buscar una partida que sustituya
nominalmente a la estructura anterior, sino a identifi-
car si el conjunto de funciones relacionadas con el
diagnóstico, la generación de información, la forma-
ción continua y la mejora educativa cuenta efectiva-
mente con los recursos necesarios para desarrollarse.
La dispersión de estas tareas entre diferentes unidades
administrativas hace especialmente importante que su
financiamiento pueda ser identificado, seguido y eva-
luado de manera clara.

La decisión de extinguir la Comisión Nacional para la
Mejora Continua de la Educación fue acompañada del
argumento de simplificar la estructura administrativa
del Estado. Sin embargo, una modificación en la orga-
nización de la Administración Pública Federal no pue-
de traducirse en el debilitamiento de las capacidades
necesarias para conocer los resultados de la política
educativa, identificar sus áreas de oportunidad y orien-
tar las acciones destinadas a mejorarla.

La legislación vigente mantiene expresamente la me-
jora continua como una responsabilidad de la política
educativa nacional. El artículo 11 de la Ley General de
Educación establece que el Estado, a través de la Nue-
va Escuela Mexicana, buscará la equidad, la excelen-
cia y la mejora continua en la educación, colocando al
centro de la acción pública el máximo logro de apren-
dizaje de niñas, niños, adolescentes y jóvenes. Este
mandato permanece vigente con independencia de los
cambios realizados en la estructura institucional en-
cargada de instrumentarlo.

Por tanto, la eliminación de Mejoredu no puede enten-
derse como la eliminación de la responsabilidad del
Estado de generar las condiciones necesarias para
avanzar en la mejora educativa. Si las atribuciones se
reorganizan dentro de la Administración Pública Fede-
ral, las dependencias que las ejerzan requieren contar
con capacidades técnicas, institucionales y presupues-
tarias suficientes para desarrollarlas efectivamente.

La reforma constitucional en materia de simplificación
orgánica fue una decisión adoptada por el Congreso de
la Unión y las legislaturas locales mediante la cual, en-
tre otras modificaciones, se derogó la fracción IX del
artículo 3o. constitucional que regulaba el Sistema Na-
cional de Mejora Continua de la Educación. El cambio
del modelo institucional fue, por tanto, una decisión

del Poder Reformador de la Constitución; pero esa de-
terminación no modificó por sí misma las necesidades
del Sistema Educativo Nacional ni el mandato legal
vigente de buscar su mejora continua.

Quienes impulsaron y aprobaron la desaparición de
Mejoredu asumieron, en consecuencia, la responsabi-
lidad de demostrar que la reorganización institucional
no significará un debilitamiento de las capacidades del
Estado en esta materia. Si el propósito de la reforma
fue simplificar estructuras y hacer más eficiente el
ejercicio de los recursos públicos, dicha eficiencia de-
be reflejarse también en la capacidad de las autorida-
des educativas para cumplir adecuadamente las fun-
ciones que permanecen bajo su responsabilidad.

Lo mínimo que puede exigirse después de haber eli-
minado una institución especializada es que las tareas
necesarias para evaluar, diagnosticar y mejorar la edu-
cación pública cuenten con presupuesto suficiente pa-
ra realizarse. La simplificación administrativa no debe
convertirse en una vía para reducir silenciosamente las
capacidades técnicas del Estado ni para relegar activi-
dades necesarias para conocer los resultados y necesi-
dades del Sistema Educativo Nacional.

Por ello, el debate presupuestario para 2027 debe tras-
cender la discusión sobre la existencia o desaparición
de una determinada institución. Lo relevante ahora es
garantizar que las funciones necesarias para cumplir
con el mandato de mejora continua de la educación
dispongan de recursos suficientes y puedan desarro-
llarse con continuidad. El cambio institucional ya fue
decidido; corresponde ahora asegurar que sus conse-
cuencias no las terminen pagando las escuelas, las co-
munidades educativas y, principalmente, las niñas, ni-
ños, adolescentes y jóvenes del país.

La suficiencia presupuestaria debe acompañarse de
mecanismos que permitan identificar con claridad el
destino y los resultados de los recursos públicos. En
materia educativa, conocer cuánto se asigna a las dis-
tintas funciones relacionadas con la evaluación, el
diagnóstico y la mejora permite dar seguimiento a las
prioridades gubernamentales y contar con elementos
para valorar si las asignaciones aprobadas correspon-
den con los objetivos planteados.

Este principio forma parte del propio modelo presu-
puestario federal. La Ley Federal de Presupuesto y
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Responsabilidad Hacendaria establece que la Secreta-
ría de Hacienda y Crédito Público debe verificar pe-
riódicamente los resultados de ejecución de los pro-
gramas y presupuestos de las dependencias y
entidades mediante el Sistema de Evaluación del Des-
empeño, con el propósito de identificar la eficiencia,
economía, eficacia y calidad en la Administración Pú-
blica Federal, así como el impacto social del ejercicio
del gasto público. Asimismo, dispone que los resulta-
dos obtenidos deben ser considerados para efectos de
la programación, presupuestación y ejercicio de los re-
cursos.

La identificación de objetivos, indicadores y metas
constituye también una parte central del Presupuesto
basado en Resultados. La propia Secretaría de Hacien-
da señala que el Sistema de Evaluación del Desempe-
ño permite establecer los objetivos de los programas y
políticas públicas, medir sus avances, evaluar sus re-
sultados e identificar aspectos susceptibles de mejora.
Los indicadores proporcionan información sobre el
punto de partida de los programas, el avance de sus
procesos y el cumplimiento de sus metas.

El Presupuesto de Egresos de la Federación para 2026
profundiza esta obligación al establecer que todos los
programas presupuestarios deben contar con instru-
mentos de diseño y de seguimiento del desempeño ac-
tualizados. Estos instrumentos deben incorporar obje-
tivos, indicadores y metas, mientras que las
dependencias y entidades están obligadas a hacerlos
públicos en sus páginas de Internet. La Secretaría de
Hacienda, a su vez, debe reportar trimestralmente los
avances en las metas de los indicadores correspon-
dientes al gasto programable.

La información presupuestaria que publica la propia
Secretaría de Hacienda muestra la importancia de
mantener esta trazabilidad. Los analíticos del Presu-
puesto de Egresos permiten consultar y filtrar los re-
cursos públicos por unidad responsable, función, acti-
vidad institucional, programa presupuestario y objeto
del gasto. Esta desagregación no es meramente admi-
nistrativa: permite conocer quién ejerce los recursos,
bajo qué programa se encuentran y cuál es su destino
dentro del presupuesto federal.

En el nuevo esquema institucional de la política edu-
cativa resulta especialmente importante conservar esta
posibilidad de seguimiento. Cuando distintas activida-

des se distribuyen entre diversas unidades administra-
tivas, la ausencia de una identificación suficientemen-
te clara puede dificultar conocer cuánto se destina
efectivamente a cada una de ellas y cómo evoluciona
su financiamiento entre ejercicios fiscales.

Por ello, el Presupuesto de Egresos no debe limitarse
a garantizar la existencia de recursos para estas tareas.
También debe procurar que las asignaciones destina-
das a la evaluación diagnóstica, la generación de in-
formación e indicadores, la investigación educativa, la
formación continua y demás acciones orientadas a la
mejora del Sistema Educativo Nacional puedan ser
identificadas y sujetas a seguimiento. Esto permitiría
al Congreso ejercer con mayores elementos sus atribu-
ciones presupuestarias y de fiscalización y facilitaría a
la sociedad conocer el destino y los resultados de los
recursos públicos destinados a mejorar la educación.

El proceso presupuestario constituye el momento en
que las prioridades de política pública se traducen en
recursos concretos para su ejecución. Por ello, la dis-
cusión del Presupuesto de Egresos de la Federación
para el Ejercicio Fiscal 2027 representa una oportuni-
dad para revisar si las funciones vinculadas con la eva-
luación, el diagnóstico y la mejora del Sistema Educa-
tivo Nacional cuentan con los recursos necesarios para
desarrollarse adecuadamente.

El 8 de septiembre de 2026, la Secretaría de Hacienda
y Crédito Público entregó al Congreso de la Unión el
Paquete Económico 2027, que contiene, entre otros
documentos, el Proyecto de Presupuesto de Egresos de
la Federación para el próximo ejercicio fiscal. A partir
de su presentación corresponde a la Cámara de Dipu-
tados analizar, discutir y aprobar el Presupuesto, de-
terminando finalmente la asignación de los recursos
públicos federales para 2027.

La relevancia de esta discusión es aún mayor conside-
rando que la educación constituye uno de los rubros
para los cuales el propio Ejecutivo Federal ha anun-
ciado un incremento de recursos en su propuesta pre-
supuestaria para 2027. En ese contexto, resulta perti-
nente que el fortalecimiento presupuestario del sector
educativo alcance también aquellas actividades que
permiten conocer sus resultados, identificar necesida-
des y contar con elementos técnicos para orientar las
decisiones públicas.
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La programación presupuestaria para 2027 comenzó
meses antes de la presentación del Paquete Económi-
co. En julio de 2026, la Secretaría de Hacienda emitió
las disposiciones, lineamientos y manuales que debían
observar las dependencias y entidades tanto para ela-
borar sus anteproyectos como para integrar el Proyec-
to de Presupuesto de Egresos de la Federación. Esto
confirma que la definición de estructuras programáti-
cas y asignaciones presupuestarias forma parte de un
proceso institucional en el que las prioridades guber-
namentales deben traducirse en programas, objetivos y
recursos concretos.

La reorganización de las funciones de evaluación y
mejora continua de la educación plantea la necesi-
dad de asegurar que las responsabilidades anterior-
mente desempeñadas por la Comisión Nacional para
la Mejora Continua de la Educación se desarrollen
de manera efectiva dentro de la estructura de la Se-
cretaría de Educación Pública. Para ello, resulta fun-
damental fortalecer los mecanismos institucionales
que permitan dar seguimiento a los resultados edu-
cativos, identificar las principales áreas de oportuni-
dad y generar información útil para la toma de deci-
siones.

En este sentido, la Secretaría de Educación Pública de-
be procurar la continuidad y el fortalecimiento de las
actividades de evaluación diagnóstica, generación de
información e indicadores, investigación educativa,
formación continua y demás acciones orientadas a la
mejora del Sistema Educativo Nacional. Estas funcio-
nes constituyen herramientas indispensables para co-
nocer las condiciones en las que se presta el servicio
educativo, identificar desigualdades y diseñar estrate-
gias que respondan a las necesidades de las comunida-
des escolares.

Fortalecer estas actividades no significa reconstruir la
estructura institucional que fue modificada, sino ase-
gurar que las responsabilidades educativas que perma-
necen a cargo del Estado se cumplan adecuadamente
bajo el nuevo modelo. La reorganización administrati-
va debe acompañarse de mecanismos de coordinación,
seguimiento y evaluación que permitan preservar las
capacidades técnicas necesarias para mejorar la educa-
ción pública y evitar que la desaparición de un orga-
nismo especializado afecte la continuidad de sus fun-
ciones sustantivas.

Por estas razones, resulta pertinente exhortar a la Se-
cretaría de Educación Pública para que, en el ámbito
de sus atribuciones, fortalezca los mecanismos de eva-
luación diagnóstica, investigación educativa, genera-
ción de indicadores y seguimiento de la mejora conti-
nua del Sistema Educativo Nacional, así como la
transparencia y difusión de sus resultados. Lo anterior,
con el propósito de que las decisiones de política edu-
cativa se sustenten en información confiable y contri-
buyan a mejorar de manera permanente la educación
que reciben las niñas, niños, adolescentes y jóvenes
del país.

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración
de esta honorable soberanía la siguiente proposición
con

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del Honorable Con-
greso de la Unión exhorta respetuosamente a la Secre-
taría de Educación Pública para que, en el ámbito de
sus atribuciones, fortalezca los mecanismos de evalua-
ción diagnóstica, generación de información e indica-
dores, investigación educativa y seguimiento de la me-
jora continua del Sistema Educativo Nacional, a fin de
garantizar la continuidad de las funciones que ante-
riormente desempeñaba la Comisión Nacional para la
Mejora Continua de la Educación, así como promover
la transparencia y difusión de sus resultados para
orientar la toma de decisiones en materia de política
educativa.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 13 de octubre de 2026.

Diputado César Alejandro Domínguez Domínguez
(rúbrica)

CON PUNTO DE ACUERDO, PARA EXHORTAR A DIVERSAS
AUTORIDADES A FORTALECER LA COORDINACIÓN INTE-
RINSTITUCIONAL Y LAS ACCIONES DE ATENCIÓN INTEGRAL
A PERSONAS MIGRANTES EN TRÁNSITO POR TERRITORIO
NACIONAL, A CARGO DEL DIPUTADO CÉSAR ALEJANDRO
DOMÍNGUEZ DOMÍNGUEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO
DEL PRI

Quien suscribe, diputado César Alejandro Domín-
guez Domínguez, integrante del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional, de la LXVI
Legislatura de la Cámara de Diputados del Honorable
Congreso de la Unión, con fundamento en los artícu-
los 6, numeral 1, fracción I; y 79, numeral 2, fracción
II, y demás aplicables del Reglamento de la Cámara de
Diputados, someto a la consideración de esta asam-
blea, la siguiente proposición con punto de acuerdo, al
tenor de las siguientes

Consideraciones

México como país de origen, tránsito, destino y re-
torno de personas migrantes

La ubicación geográfica de México y las dinámicas
económicas, sociales y políticas de la región han colo-
cado al país en una posición central dentro de los mo-
vimientos migratorios internacionales. La movilidad
humana en territorio nacional no responde a una sola
dinámica, pues México es simultáneamente país de
origen, tránsito, destino y retorno de personas migran-
tes, circunstancia que ha incrementado la complejidad
de los flujos y las necesidades institucionales asocia-
das con su atención. Esta condición es reconocida ex-
presamente por el Programa Sectorial de Gobernación
2025-2030, que identifica a México como uno de los
principales corredores de movilidad y migración inter-
nacional en el que convergen las cuatro dimensiones
del fenómeno migratorio.

La magnitud de estos movimientos permite dimensio-
nar los desafíos que enfrenta el país. De acuerdo con
el diagnóstico contenido en dicho Programa Sectorial,
entre 2019 y 2024 se registraron cerca de tres millones
de eventos de personas en situación migratoria irregu-
lar en México. El propio documento señala que, parti-
cularmente después de la pandemia de COVID-19, los
flujos migratorios experimentaron un incremento y
una mayor diversificación en cuanto a países de ori-
gen, idiomas, composición familiar y edades de las
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personas que ingresan y transitan por territorio nacio-
nal.

Esta dinámica, sin embargo, no ha permanecido cons-
tante. Las estadísticas de la Unidad de Política Migra-
toria, Registro e Identidad de Personas de la Secretaría
de Gobernación muestran que durante los primeros
cinco meses de 2025 se registraron 113 mil 612 even-
tos de personas en situación migratoria irregular, fren-
te a 590 mil 690 registrados en el mismo periodo de
2024, lo que representó una disminución de 80.8 por
ciento. Estas variaciones muestran que los flujos mi-
gratorios pueden modificarse de manera considerable
en periodos relativamente cortos y, por tanto, que las
instituciones mexicanas deben mantener capacidad pa-
ra responder a escenarios cambiantes de movilidad hu-
mana.

La condición de México como territorio de tránsito ad-
quiere especial relevancia debido a que una parte de
las personas que ingresan al país continúa su despla-
zamiento hacia otros destinos, particularmente hacia la
frontera norte. El propio Gobierno de México recono-
ce que las personas migrantes pueden enfrentar duran-
te su tránsito condiciones que las colocan en situación
de vulnerabilidad, por lo que el Programa Sectorial de
Gobernación 2025-2030 establece como uno de sus
objetivos prioritarios implementar una política migra-
toria integral que promueva una movilidad ordenada,
segura y regular, con especial atención a quienes se
encuentran en condiciones de vulnerabilidad social.

En consecuencia, la movilidad humana debe entender-
se como una realidad permanente y multidimensional
para el Estado mexicano, cuya intensidad y composi-
ción pueden variar, pero que requiere capacidad insti-
tucional para atender las distintas circunstancias que
se presentan en el territorio nacional. En particular, la
condición de México como país de tránsito hace nece-
sario que la respuesta pública considere las caracterís-
ticas y necesidades específicas de las personas que se
desplazan temporalmente por el país, además de las
correspondientes a quienes emigran, retornan o deci-
den establecerse en territorio mexicano.

Las condiciones de vulnerabilidad que enfrentan
las personas migrantes en tránsito

El desplazamiento por territorio nacional puede expo-
ner a las personas migrantes a condiciones de vulnera-

bilidad que se intensifican conforme avanzan en su re-
corrido. La falta de recursos económicos, de redes de
apoyo y de documentación, así como la necesidad de
recorrer largas distancias y permanecer temporalmen-
te en distintos puntos del país, pueden dificultar la sa-
tisfacción de necesidades básicas y aumentar su expo-
sición a situaciones de violencia, explotación y abuso.
El monitoreo de protección realizado por el Alto Co-
misionado de las Naciones Unidas para los Refugiados
(ACNUR) en México durante el segundo semestre de
2024 analiza precisamente los riesgos encontrados du-
rante los trayectos y las condiciones de las personas en
movilidad en ámbitos como seguridad alimentaria, sa-
lud, educación, protección y otras necesidades básicas.

Uno de los riesgos más graves es la violencia asociada
con el trayecto. La Comisión Nacional de los Dere-
chos Humanos (CNDH) ha documentado que, entre
2011 y 2020, más de 70 mil personas migrantes fueron
víctimas de tráfico y secuestro en México. El organis-
mo identificó casos de secuestro en distintas regiones
del territorio nacional y señaló la necesidad de fortale-
cer las medidas de prevención, investigación y sanción
de estos delitos, así como aquellas destinadas a prote-
ger a las víctimas. Si bien estas cifras corresponden a
un periodo anterior y no deben interpretarse como una
medición de la situación actual, permiten acreditar la
existencia y gravedad de riesgos que históricamente
han acompañado las rutas migratorias en el país.

A estos riesgos se suman las dificultades para satisfa-
cer necesidades esenciales durante el recorrido. AC-
NUR ha señalado que México ha recibido a cientos de
miles de personas en tránsito hacia el norte del conti-
nente y ha identificado que la falta de documentación
puede convertirse en una barrera para acceder al em-
pleo formal y a servicios básicos, además de incre-
mentar la exposición a riesgos de protección. Asimis-
mo, en determinadas ciudades, la concentración de
personas en movilidad ha llegado a superar la capaci-
dad disponible de los albergues, generando situaciones
de hacinamiento y de personas que deben permanecer
en espacios públicos, con afectaciones particularmen-
te relevantes para niñas y niños, mujeres embarazadas,
personas mayores y personas con discapacidad.

La vulnerabilidad tampoco es uniforme. Las condicio-
nes y necesidades pueden variar en función de la edad,
el sexo, la composición familiar, las condiciones de sa-
lud y otras circunstancias particulares. El monitoreo
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de ACNUR en México considera, por ello, aspectos
como protección infantil, seguridad alimentaria, salud,
educación, medios de vida y necesidades básicas, lo
que evidencia el carácter multidimensional de las si-
tuaciones que pueden enfrentar las personas durante su
desplazamiento.

Estas condiciones muestran que el tránsito migratorio
no implica únicamente el desplazamiento de un punto
a otro del territorio nacional. Durante el recorrido pue-
den surgir necesidades inmediatas de protección, ali-
mentación, alojamiento y acceso a servicios, al tiempo
que persisten riesgos relacionados con la violencia y la
explotación. Por ello, la atención de las personas mi-
grantes en tránsito requiere una respuesta integral ca-
paz de reconocer las distintas circunstancias de vulne-
rabilidad que pueden presentarse durante su
permanencia temporal en México.

El acceso a la salud como una necesidad inmediata
durante el tránsito

Las necesidades de salud de las personas migrantes
pueden surgir o agravarse durante el propio desplaza-
miento. Los recorridos prolongados, la interrupción de
tratamientos, las condiciones de alojamiento y alimen-
tación, así como la exposición a accidentes y otros fac-
tores asociados con el trayecto pueden requerir aten-
ción médica oportuna. La Organización Mundial de la
Salud (OMS) advierte que durante las rutas migrato-
rias pueden presentarse lesiones, hipotermia, quema-
duras y exposición a enfermedades transmisibles y no
transmisibles, al tiempo que la movilidad puede difi-
cultar la continuidad de tratamientos y esquemas de
vacunación. Por ello, la atención sanitaria durante el
tránsito comprende no solamente la respuesta ante
emergencias, sino también acciones preventivas, acce-
so a medicamentos y continuidad de los cuidados.

Existen además necesidades específicas relacionadas
con la salud sexual, reproductiva y materna. La OMS
ha advertido que las mujeres migrantes pueden en-
frentar riesgos vinculados con el embarazo y el parto
cuando no disponen de servicios oportunos de salud
sexual y reproductiva, atención prenatal, neonatal y
posnatal. En México, el Consejo Nacional de Pobla-
ción (Conapo) reconoce que niñas, adolescentes y mu-
jeres migrantes enfrentan barreras culturales, sociales,
políticas y económicas que pueden limitar el acceso
oportuno a estos servicios, aun cuando tienen derecho

a recibir atención médica, incluida la atención obsté-
trica y la relacionada con la salud sexual y reproducti-
va.

La salud mental constituye otra dimensión que debe
ser considerada durante el tránsito. La experiencia mi-
gratoria no genera por sí misma un padecimiento men-
tal; sin embargo, la exposición a violencia, pérdida, in-
certidumbre, separación familiar o situaciones que
ponen en riesgo la vida puede producir afectaciones
que requieran atención especializada. La OMS señala
que las personas refugiadas y migrantes expuestas a
adversidades presentan mayores riesgos de problemas
como depresión, ansiedad o trastorno de estrés pos-
traumático, y advierte que durante la travesía pueden
existir dificultades para acceder a servicios de salud
mental y mantener la continuidad de la atención. En
México, el entonces Instituto Nacional de las Mujeres
desarrolló un modelo específico de atención a la salud
mental y atención en crisis de mujeres migrantes, re-
conociendo la necesidad de responder a las afectacio-
nes que pueden producir las condiciones adversas de
la movilidad.

El orden jurídico mexicano reconoce expresamente el
acceso de esta población a los servicios médicos. El
artículo 8 de la Ley de Migración establece que las
personas migrantes tienen derecho a recibir cualquier
tipo de atención médica, pública o privada, indepen-
dientemente de su situación migratoria y conforme a
las disposiciones aplicables. Asimismo, dispone que,
con independencia de su situación migratoria, tienen
derecho a recibir gratuitamente y sin restricción la
atención médica urgente necesaria para preservar su
vida. Por tanto, la condición migratoria irregular no
constituye, por sí misma, un impedimento legal para
acceder a la atención médica prevista por la legisla-
ción mexicana.

No obstante, el reconocimiento normativo del derecho
no elimina por sí solo los obstáculos para ejercerlo
efectivamente. En diciembre de 2025, la propia Secre-
taría de Salud reconoció que la falta de seguridad so-
cial, la ausencia de documentación migratoria y la des-
vinculación institucional continúan constituyendo
barreras para el acceso oportuno a los servicios. Fren-
te a ello, presentó la Estrategia Nacional para la Aten-
ción a la Salud de Personas en Contexto de Movilidad
Humana, estructurada en líneas de acción que com-
prenden acceso a servicios, prevención de enfermeda-
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des, salud sexual y reproductiva, salud mental y segui-
miento integral de la población en movilidad.

La necesidad de fortalecer la capacidad de atención
también ha dado lugar a acciones específicas en las zo-
nas de mayor movilidad. En febrero de 2026, la Orga-
nización Panamericana de la Salud y la Secretaría de
Salud presentaron en Tapachula acciones dirigidas al
fortalecimiento de redes integradas de servicios para
atender a personas en contexto de movilidad en las
fronteras norte y sur de México. Estas medidas mues-
tran que garantizar el derecho a la salud durante el
tránsito requiere no solamente su reconocimiento jurí-
dico, sino también capacidad institucional, coordina-
ción y disponibilidad efectiva de servicios en los luga-
res donde se presentan las necesidades de atención.

En consecuencia, garantizar el acceso a la salud de las
personas migrantes en tránsito implica contar con ser-
vicios capaces de responder tanto a urgencias como a
necesidades preventivas, atención materna y reproduc-
tiva, salud mental, medicamentos y continuidad de tra-
tamientos. La existencia del derecho está claramente
establecida; el desafío consiste en disponer de las ca-
pacidades materiales e institucionales necesarias para
hacerlo efectivo durante el desplazamiento.

Educación y protección de niñas, niños y adoles-
centes migrantes

La movilidad no debería traducirse en la interrupción
del aprendizaje de niñas, niños y adolescentes que se
encuentran temporalmente en territorio nacional. La
duración de los trayectos y los periodos de espera pue-
den provocar que permanezcan durante semanas o me-
ses en una misma localidad, por lo que la posibilidad
de incorporarse a los servicios educativos resulta rele-
vante aun cuando su intención sea continuar posterior-
mente su recorrido. En México, este derecho no de-
pende de la nacionalidad ni de la situación migratoria:
las niñas, niños y adolescentes en contexto de movili-
dad tienen derecho a acceder a la educación pública y
gratuita mientras se encuentren en el país.

El marco normativo y administrativo mexicano con-
templa mecanismos para evitar que la movilidad se
convierta en un impedimento para continuar estudian-
do. El Protocolo de Acceso a la Educación Básica pa-
ra Niñas, Niños y Adolescentes en Situación de Mi-
gración, desarrollado con participación de la

Secretaría de Educación Pública, UNICEF, CONAFE,
INEA y autoridades educativas estatales, establece que
la inscripción puede realizarse en cualquier momento
del ciclo escolar y que las autoridades educativas de-
ben favorecer la permanencia mediante acciones de ni-
velación, tutorías y actividades de refuerzo. El instru-
mento tiene precisamente como finalidad identificar y
atender las barreras para el acceso, permanencia y con-
clusión de la educación básica de esta población.

Un aspecto particularmente relevante es que la ausen-
cia de documentos no debe convertirse en una barrera
para ingresar a la escuela. UNICEF señala, con base
en la normativa de acceso y control escolar de la Se-
cretaría de Educación Pública, que la inscripción no
puede condicionarse a la presentación de documentos
de identidad o antecedentes escolares, ni puede condi-
cionarse la entrega de boletas o certificados a la regu-
larización de la situación migratoria. Estas disposicio-
nes resultan especialmente importantes para las
personas en tránsito, quienes pueden haber abandona-
do su lugar de origen sin documentación completa o
tener dificultades para obtenerla durante su desplaza-
miento.

Sin embargo, la existencia de estos mecanismos no
significa que el acceso educativo esté plenamente ga-
rantizado en la práctica. El diagnóstico Infancias en
movilidad y barreras para su educación, elaborado
por UNICEF y la Secretaría de Educación Pública a
partir de información obtenida a nivel federal y en Ba-
ja California, Chihuahua, Chiapas y Puebla, identificó
obstáculos como la solicitud indebida de documenta-
ción, cuotas y gastos asociados con transporte, unifor-
mes o materiales; el desconocimiento de la normativa
de acceso escolar; la falta de información sobre la
oferta educativa y situaciones de discriminación. En
dicho ejercicio, 71 por ciento del personal educativo
encuestado manifestó conocer la normativa de acceso
y control escolar, pero únicamente dos de cada diez
personas pudieron describir sus componentes.

La propia naturaleza de la movilidad representa un
desafío adicional. El mismo diagnóstico encontró que
las estancias cortas y la expectativa de continuar el tra-
yecto pueden desincentivar a las familias a incorporar
a niñas, niños y adolescentes a la educación escolari-
zada. Esto hace necesario contar no solamente con me-
canismos flexibles de inscripción, sino también con al-
ternativas educativas capaces de adaptarse a
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trayectorias caracterizadas por la movilidad. En este
sentido, los mecanismos desarrollados en México con-
sideran tanto la educación regular como la educación
comunitaria impartida por CONAFE y los programas
del INEA, ampliando las posibilidades de atención de
acuerdo con las circunstancias de cada persona.

La continuidad educativa también requiere medidas
que permitan a las escuelas responder a las caracterís-
ticas particulares de esta población. En 2024, la Secre-
taría de Educación Pública y UNICEF desarrollaron
materiales como Caminos de aprendizaje y A dónde
voy la escuela va conmigo, dirigidos a autoridades
educativas y docentes para fortalecer la inclusión, el
apoyo psicosocial y las estrategias didácticas destina-
das a favorecer la permanencia escolar de niñas, niños
y adolescentes en situación de movilidad. Estas herra-
mientas muestran que la atención educativa no termi-
na con permitir la inscripción, sino que comprende
también acciones orientadas a facilitar la incorpora-
ción y continuidad del aprendizaje.

Por ello, garantizar el derecho a la educación de niñas,
niños y adolescentes migrantes exige que los mecanis-
mos existentes puedan operar efectivamente en las lo-
calidades donde permanece esta población. El reto no
consiste únicamente en abrir formalmente las puertas
de las escuelas, sino en contar con capacidad institu-
cional para incorporar a estudiantes durante el ciclo
escolar, eliminar barreras administrativas, ofrecer al-
ternativas flexibles y acompañar su aprendizaje mien-
tras permanezcan en territorio nacional.

Alojamiento digno y atención humanitaria

El alojamiento temporal constituye un componente es-
pecífico de la atención humanitaria a las personas mi-
grantes que permanecen por periodos variables en de-
terminados puntos del territorio nacional. Su función
no se limita a proporcionar un lugar para pernoctar: es-
tos espacios permiten cubrir necesidades esenciales de
protección, descanso, higiene y alimentación mientras
las personas continúan su recorrido o definen los si-
guientes pasos de su proceso migratorio. La propia
Comisión Nacional de los Derechos Humanos
(CNDH) reconoce el alojamiento digno como un dere-
cho de las personas migrantes y señala que los lugares
destinados a este propósito deben garantizar condicio-
nes acordes con la dignidad humana y un trato respe-
tuoso de sus derechos.

La necesidad de estos espacios adquiere particular re-
levancia cuando la concentración de personas supera
la capacidad disponible. El Alto Comisionado de las
Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR) do-
cumentó que durante 2024 los albergues de la Ciudad
de México llegaron a operar, en determinados mo-
mentos, hasta en 500 por ciento de su capacidad, si-
tuación que provocó que algunas personas tuvieran
que permanecer en la vía pública. El organismo ha ad-
vertido que la saturación de los espacios de alojamien-
to incrementa los riesgos de protección, particular-
mente para mujeres, niñas y otros grupos con
necesidades específicas. Este caso muestra cómo las
variaciones en los flujos y en los lugares de concen-
tración pueden generar rápidamente una demanda de
alojamiento superior a la capacidad instalada.

La atención mediante albergues tampoco corresponde
exclusivamente a una sola autoridad. En distintas enti-
dades participan gobiernos estatales y municipales,
sistemas DIF y organizaciones de la sociedad civil que
proporcionan alojamiento y otros servicios humanita-
rios. Un ejemplo se encuentra en Oaxaca, donde el
Sistema DIF estatal mantiene albergues temporales
para población migrante en San Raymundo Jalpan y
San Pedro Tapanatepec. Tan sólo el primero registró
1,764 atenciones durante 2024 y 455 durante 2025; es-
tos espacios proporcionan alojamiento temporal, ali-
mentación, asesoría jurídica y atención médica y psi-
cológica.

El Gobierno federal reconoce igualmente la necesidad
de contar con mecanismos que permitan apoyar estos
espacios ante situaciones de movilidad. Los Linea-
mientos de Operación del Programa para el Bienestar
de las Personas en Emergencia Social o Natural para
2026 contemplan expresamente la atención de emer-
gencias migratorias y establecen la posibilidad de
brindar apoyo a personas que se encuentren en centros
de arribo, albergues, refugios, hospicios u otros cen-
tros de cobijo. El propio instrumento señala que estos
espacios sirven para satisfacer necesidades esenciales
y proporcionar techo, alimentación, abrigo y seguridad
a las personas en situación de vulnerabilidad derivada
de una emergencia migratoria.

Asimismo, existen mecanismos presupuestarios dirigi-
dos a fortalecer las capacidades de las instituciones
que brindan alojamiento y asistencia. Los lineamien-
tos del Programa Presupuestario E034 Servicios de
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Protección y Asistencia Social Integral para 2026 con-
templan subsidios destinados al Sistema Nacional DIF,
sistemas estatales y municipales DIF, procuradurías de
protección y otras instituciones gubernamentales para
proyectos orientados a fortalecer la atención de perso-
nas en situación de movilidad humana. En el caso es-
pecífico de niñas, niños y adolescentes en movilidad,
el programa contempla servicios de estancia, aloja-
miento temporal y cuidados especializados, además de
mecanismos de colaboración con organizaciones de la
sociedad civil que prestan servicios de acogimiento re-
sidencial.

La participación de organizaciones sociales resulta
particularmente relevante porque una parte de la capa-
cidad de alojamiento disponible para personas migran-
tes se encuentra precisamente en albergues operados
por asociaciones civiles y organizaciones humanita-
rias. La legislación mexicana reconoce esta función: la
Ley de Migración, a través de su artículo 76, protege
los espacios donde organizaciones de la sociedad civil
o personas realizan actos humanitarios, de asistencia o
protección a migrantes frente a visitas de verificación
migratoria, disposición que reconoce la naturaleza di-
ferenciada de estos lugares respecto de las estaciones
migratorias administradas por la autoridad. La CNDH
incorpora igualmente esta protección dentro de los de-
rechos de las personas migrantes.

En este contexto, disponer de alojamiento temporal
suficiente y en condiciones dignas requiere una capa-
cidad que pueda adaptarse a cambios en la concentra-
ción y permanencia de personas migrantes en diferen-
tes puntos del país. La existencia de programas
federales, albergues públicos y espacios administrados
por organizaciones sociales muestra que ya existe una
infraestructura institucional y comunitaria de atención;
el desafío consiste en que ésta cuente con capacidades
y recursos suficientes para responder cuando la de-
manda aumenta y evitar que la saturación se traduzca
en personas obligadas a permanecer en calles, campa-
mentos improvisados u otros espacios inadecuados.

Trabajo e inclusión laboral como mecanismos para
reducir la vulnerabilidad

El acceso al trabajo puede constituir un elemento rele-
vante para que las personas migrantes que permanecen
temporalmente en México obtengan medios propios
de subsistencia y reduzcan su dependencia de meca-

nismos de asistencia. Sin embargo, la posibilidad de
incorporarse legalmente al mercado laboral no deriva
únicamente de encontrarse en territorio nacional ni de
la condición genérica de persona migrante, sino que
depende de la situación migratoria y, en su caso, de la
autorización correspondiente para realizar actividades
remuneradas. Por ello, cualquier política de inclusión
laboral dirigida a personas en contexto de movilidad
debe desarrollarse dentro del marco establecido por la
legislación migratoria mexicana.

La Ley de Migración distingue expresamente las con-
diciones de estancia que permiten realizar actividades
remuneradas de aquellas que no las autorizan automá-
ticamente. Por ejemplo, dentro de la condición de vi-
sitante existen supuestos con y sin permiso para traba-
jar, mientras que las personas residentes temporales y
permanentes cuentan con reglas específicas para des-
arrollar actividades remuneradas conforme a la propia
Ley. Esta distinción resulta fundamental tratándose de
población en tránsito: no toda persona migrante que
atraviesa México se encuentra jurídicamente habilita-
da para incorporarse de manera inmediata al mercado
laboral formal. Por ello, las acciones públicas deben
acompañarse, cuando corresponda, de procesos de re-
gularización, documentación o autorización migrato-
ria que permitan una contratación conforme a derecho.

Cuando la situación jurídica sí permite trabajar, la in-
corporación al empleo formal puede convertirse en
una herramienta para favorecer la autosuficiencia eco-
nómica y disminuir la exposición a formas precarias
de subsistencia. La experiencia documentada por la
Organización Internacional del Trabajo (OIT) mues-
tra, por ejemplo, que entre mujeres migrantes centroa-
mericanas en México la informalidad en los procesos
de contratación puede generar obstáculos para acceder
a derechos laborales y seguridad social. La OIT iden-
tifica problemas relacionados con documentación mi-
gratoria, contratación informal y condiciones de traba-
jo, y señala que parte de estas dificultades deriva de la
falta de aplicación efectiva de las normas migratorias
y laborales.

La vinculación con el mercado laboral formal permite,
además, que las personas que reúnen los requisitos co-
rrespondientes accedan a empleos sujetos a las garan-
tías establecidas en la legislación laboral, en lugar de
depender exclusivamente de actividades informales o
de ingresos ocasionales. En este sentido, el Servicio
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Nacional de Empleo (SNE) tiene como función facili-
tar gratuitamente la vinculación entre personas busca-
doras de empleo y empleadores mediante servicios de
intermediación y movilidad laboral, y desarrolla ac-
ciones dirigidas particularmente a quienes enfrentan
mayores barreras para acceder al trabajo digno.

Esta atención ya contempla específicamente a las per-
sonas en contexto de movilidad. Para 2026, el Progra-
ma de Apoyo al Empleo de la Secretaría del Trabajo y
Previsión Social incluye un Protocolo de Atención pa-
ra la Integración Laboral de Personas en Contexto de
Movilidad en México, además de servicios de interme-
diación laboral, consejería de empleo, concertación
empresarial, ferias de empleo y talleres para personas
buscadoras de trabajo. La existencia de este instru-
mento confirma que la integración laboral de pobla-
ción en movilidad ya forma parte de las acciones ins-
titucionales de la política de empleo y no constituye
una función ajena a las atribuciones de la autoridad la-
boral.

La atención integral en materia migratoria también ha
incorporado mecanismos de coordinación entre autori-
dades laborales, migratorias, fiscales y de seguridad
social. En 2024, la Comisión Intersecretarial de Aten-
ción Integral en Materia Migratoria acordó fortalecer
las vías de movilidad laboral mediante la concertación
de vacantes para personas en contexto de movilidad.
Dentro de esta estrategia se contempló la participación
del Servicio de Administración Tributaria y del Insti-
tuto Mexicano del Seguro Social para facilitar, respec-
tivamente, la obtención del Registro Federal de Con-
tribuyentes y del número de seguridad social, mientras
que al Instituto Nacional de Migración correspondió
facilitar la documentación migratoria necesaria.

Estas acciones muestran que la inclusión laboral re-
quiere algo más que la existencia de vacantes. Para que
una persona en contexto de movilidad pueda incorpo-
rarse legalmente al empleo formal es necesaria la arti-
culación de documentación migratoria, mecanismos de
vinculación laboral, requisitos fiscales y acceso a la se-
guridad social, de acuerdo con la situación jurídica de
cada persona. El Gobierno federal ya ha reconocido es-
ta necesidad mediante instrumentos específicos de
atención y coordinación interinstitucional.

Por ello, fortalecer las alternativas de inclusión laboral
para las personas migrantes que cuenten con una con-

dición migratoria o autorización que les permita traba-
jar puede contribuir a generar medios propios de sub-
sistencia y favorecer una incorporación al empleo ba-
jo condiciones formales. El objetivo no consiste en
asumir que toda persona en tránsito puede acceder au-
tomáticamente a un empleo, sino en garantizar que
quienes legalmente puedan hacerlo encuentren meca-
nismos institucionales de orientación, documentación
y vinculación laboral que reduzcan las barreras para
acceder al trabajo formal.

La responsabilidad institucional ya existe

La atención de las personas migrantes en México no
parte de la ausencia de un marco jurídico. Por el con-
trario, la legislación vigente ya distribuye responsabi-
lidades entre distintas autoridades federales y locales
en materias como salud, educación, protección de ni-
ñas, niños y adolescentes y asistencia social. En con-
secuencia, el fortalecimiento de los programas dirigi-
dos a esta población no supone crear nuevos derechos
ni atribuciones sustantivas, sino generar las condicio-
nes institucionales y materiales que permitan ejercer
las responsabilidades que el orden jurídico ya estable-
ce.

La Ley de Migración constituye uno de los principales
fundamentos de esta responsabilidad. Su artículo 8 re-
conoce a las personas migrantes, independientemente
de su situación migratoria, el derecho a recibir aten-
ción médica conforme a las disposiciones aplicables y
garantiza la atención médica urgente necesaria para
preservar la vida. Además, el artículo 27 atribuye ex-
presamente a la Secretaría de Salud la responsabilidad
de promover, en coordinación con las autoridades sa-
nitarias de los distintos órdenes de gobierno, que los
servicios de salud otorgados a personas extranjeras se
presten sin importar su situación migratoria. De esta
manera, la propia legislación migratoria vincula la po-
lítica de movilidad humana con la actuación del siste-
ma de salud.

Esta obligación encuentra correspondencia en la Ley
General de Salud, que establece las bases para garan-
tizar el acceso a los servicios públicos de salud. La le-
gislación vigente dispone, dentro de la distribución de
competencias del Sistema de Salud para el Bienestar,
que las entidades federativas deben garantizar la pres-
tación gratuita de servicios públicos de salud, medica-
mentos y demás insumos asociados al momento de re-
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querirse la atención, sin discriminación, así como dis-
poner de infraestructura, personal e insumos necesa-
rios para brindar los servicios de manera oportuna y
con calidad. Por tanto, la atención sanitaria de las per-
sonas migrantes no constituye una función aislada de
la política migratoria, sino que se inserta también en
las obligaciones generales del sistema público de sa-
lud.

En materia educativa ocurre algo semejante. La Ley
General de Educación obliga al Estado a prestar los
servicios educativos bajo criterios de equidad y exce-
lencia y dispone que las medidas adoptadas deben
atender prioritariamente a quienes enfrentan condicio-
nes de vulnerabilidad, entre ellas las relacionadas con
su situación migratoria. Asimismo, su artículo 9 esta-
blece acciones dirigidas a facilitar la incorporación y
permanencia en los servicios educativos públicos de
niñas, niños, adolescentes y jóvenes que enfrentan si-
tuaciones de desplazamiento o migración. Estas dispo-
siciones confirman que la respuesta educativa frente a
la movilidad humana forma parte de las responsabili-
dades que corresponden a las autoridades educativas
dentro de sus respectivas competencias.

Tratándose de niñas, niños y adolescentes, la obliga-
ción estatal es todavía más específica. El artículo 89 de
la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y
Adolescentes ordena adoptar medidas especiales de
protección para niñas, niños y adolescentes migrantes,
ya sean acompañados, no acompañados, separados,
nacionales, extranjeros o repatriados. Además, esta-
blece expresamente que las autoridades de todos los
órdenes de gobierno deberán proporcionarles los ser-
vicios correspondientes conforme a sus competencias,
independientemente de su nacionalidad o situación
migratoria. La misma disposición atribuye al Sistema
Nacional DIF o a los sistemas de las entidades federa-
tivas, según corresponda, la protección de esta pobla-
ción mientras la autoridad migratoria determina su
condición.

La distribución de responsabilidades demuestra tam-
bién que la atención de las personas migrantes requie-
re coordinación interinstitucional. La Secretaría de
Gobernación y el Instituto Nacional de Migración in-
tervienen en la conducción y ejecución de la política
migratoria; la Secretaría de Salud y las autoridades sa-
nitarias tienen responsabilidades en la prestación y co-
ordinación de servicios de salud; las autoridades edu-

cativas deben garantizar las condiciones para el ejerci-
cio del derecho a la educación; y el Sistema Nacional
DIF y los sistemas estatales tienen obligaciones espe-
cíficas de protección y asistencia, particularmente res-
pecto de niñas, niños y adolescentes migrantes. La le-
gislación, por tanto, ya configura una respuesta que
necesariamente involucra a distintas instituciones y ór-
denes de gobierno.

Este entramado normativo resulta relevante para el ob-
jeto del presente punto de acuerdo, pues demuestra
que la atención de las personas migrantes en tránsito
requiere la participación coordinada de distintas auto-
ridades. Si bien cada dependencia cuenta con atribu-
ciones específicas, las necesidades de esta población
suelen presentarse de manera simultánea, por lo que su
atención exige mecanismos de colaboración que per-
mitan articular los servicios disponibles y evitar res-
puestas institucionales aisladas.

En consecuencia, el fortalecimiento de la atención a
las personas migrantes no requiere necesariamente la
creación de nuevas atribuciones, sino una mejor arti-
culación de las responsabilidades que ya establece la
legislación vigente. La coordinación entre las autori-
dades migratorias, sanitarias, educativas, laborales y
de asistencia social constituye una condición funda-
mental para facilitar el acceso efectivo a los servicios
y garantizar una respuesta integral, particularmente en
favor de quienes enfrentan mayores condiciones de
vulnerabilidad.

Los desafíos para garantizar una atención integral
a las personas migrantes en tránsito

El reconocimiento de los derechos de las personas mi-
grantes en la legislación mexicana constituye una base
fundamental para su protección. Sin embargo, su ejer-
cicio efectivo también depende de que las institucio-
nes encargadas de prestar los servicios cuenten con
mecanismos adecuados de atención, orientación y ca-
nalización. La existencia de distintas dependencias
con responsabilidades específicas hace necesario que
las personas en movilidad puedan identificar las ins-
tancias competentes y acceder a los servicios corres-
pondientes sin enfrentar obstáculos derivados de la
fragmentación institucional.

Actualmente, la atención a esta población se desarro-
lla mediante diversos programas y mecanismos guber-
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namentales. En materia de asistencia social, el Progra-
ma E034, Servicios de Protección y Asistencia Social
Integral, contempla acciones dirigidas a personas en
situación de vulnerabilidad, incluidas aquellas en con-
texto de movilidad humana. Por su parte, el Programa
de Apoyo al Empleo (S043) incorpora mecanismos de
orientación e intermediación laboral para personas mi-
grantes que cuentan con autorización para trabajar.
Asimismo, los servicios públicos de salud y las autori-
dades migratorias participan en la atención de necesi-
dades específicas conforme a sus respectivas compe-
tencias.

La existencia de estos instrumentos demuestra que el
Estado mexicano dispone de mecanismos instituciona-
les para atender distintas dimensiones de la movilidad
humana. No obstante, al encontrarse distribuidos entre
dependencias y programas con objetivos diferentes,
resulta importante fortalecer los procedimientos de co-
ordinación y canalización que permitan aprovechar los
servicios existentes y facilitar su acceso a las personas
que los requieren.

Un aspecto particularmente relevante es la continuidad
de la atención. Las personas migrantes en tránsito pue-
den desplazarse entre distintas entidades federativas
en periodos relativamente cortos, por lo que los servi-
cios de orientación, atención médica, asistencia social
y protección deben considerar esta circunstancia. La
falta de mecanismos de comunicación entre institucio-
nes puede dificultar el seguimiento de necesidades
previamente identificadas y obligar a las personas a
iniciar nuevamente procedimientos de atención en ca-
da localidad.

En este contexto, resulta necesario impulsar mecanis-
mos de colaboración que favorezcan el intercambio de
información institucional conforme a las disposiciones
aplicables en materia de protección de datos persona-
les, la identificación oportuna de necesidades y la ca-
nalización hacia los servicios correspondientes. Estas
acciones deben considerar las condiciones particulares
de niñas, niños y adolescentes, mujeres embarazadas,
personas mayores, personas con discapacidad y otros
grupos que requieren medidas específicas de protec-
ción.

Por ello, fortalecer la atención integral a las personas
migrantes en tránsito implica avanzar hacia una mayor
articulación de los servicios existentes, con procedi-

mientos de orientación y canalización que faciliten su
acceso efectivo. El propósito es que las responsabili-
dades reconocidas en la legislación puedan ejercerse
de manera coordinada, evitando que la distribución de
funciones entre distintas instituciones se convierta en
un obstáculo adicional para quienes necesitan atención
durante su desplazamiento por territorio nacional.

La presión particular sobre estados y municipios de
tránsito y frontera

La atención de las personas migrantes tiene una di-
mensión territorial que debe ser considerada al mo-
mento de diseñar y financiar las políticas públicas.
Aunque buena parte de la regulación y conducción de
la política migratoria corresponde a la Federación, las
necesidades cotidianas de las personas en movilidad se
presentan físicamente en estados y municipios deter-
minados. Son las localidades de tránsito, recepción y
frontera donde se requiere articular servicios de aloja-
miento, salud, educación, protección, orientación y
asistencia, lo que demanda coordinación entre los tres
órdenes de gobierno y las organizaciones que partici-
pan en la atención.

Esta realidad es particularmente visible en las ciuda-
des fronterizas del norte del país, donde la ubicación
geográfica puede generar concentraciones temporales
de personas en movilidad y cambios rápidos en las ne-
cesidades de atención. Ciudad Juárez constituye un
ejemplo concreto de esta dinámica. En enero de 2025,
ante modificaciones en el escenario migratorio fronte-
rizo, autoridades federales, estatales y municipales es-
tablecieron mecanismos de coordinación para respon-
der a posibles incrementos en la llegada y retorno de
personas. El Gobierno del estado de Chihuahua infor-
mó entonces de reuniones con autoridades de los tres
órdenes de gobierno para definir las acciones necesa-
rias ante el escenario migratorio en la frontera.

La atención que se presta en Ciudad Juárez permite ob-
servar la diversidad de servicios que deben articularse
localmente. El Centro de Atención Integral a Migrantes
(CAIM) del Gobierno del estado de Chihuahua con-
centra dependencias públicas y aliados para ofrecer
orientación y canalización a servicios gubernamenta-
les, vinculación con albergues, asesoría jurídica migra-
toria, atención psicosocial y de salud mental, apoyo pa-
ra documentación y contacto consular, entre otros
servicios. Su población de atención incluye expresa-
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mente a personas migrantes, repatriadas, refugiadas, en
tránsito, solicitantes de protección y desplazadas.

La operación cotidiana también involucra directamen-
te al gobierno municipal. En enero de 2025, la Direc-
ción de Derechos Humanos del Municipio de Juárez
reportó que durante diciembre había atendido a 102
personas en situación de movilidad y a otras 28 duran-
te los primeros trece días de enero, mediante asesorí-
as, apoyo documental, descuentos para transporte y
canalización hacia empleos formales. En el mismo pe-
riodo, el albergue municipal Felipe Ángeles había re-
cibido a 168 personas migrantes durante diciembre y a
otras 76 en los primeros días de enero. Más que di-
mensionar por sí mismas el fenómeno migratorio de la
ciudad, estas cifras permiten constatar que el munici-
pio participa directamente en la prestación de servicios
y destina capacidad administrativa e infraestructura
para atender a esta población.

La presencia de una amplia red de albergues constitu-
ye otro ejemplo de las responsabilidades que terminan
materializándose localmente. En febrero de 2025, au-
toridades del Instituto Nacional de Migración, Grupo
Beta, el Consejo Estatal de Población, Protección Ci-
vil municipal y la Dirección de Derechos Humanos se
reunieron con representantes de la Red de Albergues
de Fe por Juárez para evaluar las condiciones de segu-
ridad de estos espacios. El municipio informó que ini-
cialmente participaron representantes de 12 albergues
y que se contemplaba revisar alrededor de 35 espacios
que atienden a personas en situación de movilidad, con
el propósito de identificar sus necesidades y determi-
nar los apoyos requeridos.

La demanda local tampoco se circunscribe al aloja-
miento. Durante 2024, UNICEF documentó en Ciudad
Juárez una intervención que ilustra la variedad de ser-
vicios requeridos por la población en movilidad: apo-
yó a las autoridades de Chihuahua en la implementa-
ción de la Ruta de Protección de Derechos de Niñas,
Niños y Adolescentes en Situación de Migración; re-
portó la revisión de 1,650 casos de niñas, niños y ado-
lescentes no acompañados por la Procuraduría de Pro-
tección estatal; y, mediante una unidad médica móvil
operada con una organización aliada, se proporciona-
ron 10,020 consultas a niñas y niños, mujeres embara-
zadas y lactantes en situación de movilidad. Asimis-
mo, se realizaron mejoras de agua, saneamiento e
higiene en seis albergues de la ciudad.

Esta necesidad de coordinación continúa vigente. En
septiembre de 2026, el Gobierno de Chihuahua realizó
en el CAIM de Ciudad Juárez una jornada en la que
participaron autoridades de salud, educación, registro
civil, protección de niñas, niños y adolescentes y otras
instituciones, ofreciendo conjuntamente atención sani-
taria, orientación jurídica, servicios educativos, docu-
mentación, asistencia consular y vinculación laboral a
personas en situación de movilidad. La experiencia
muestra que la respuesta local requiere movilizar si-
multáneamente capacidades pertenecientes a distintos
sectores gubernamentales.

El propio Programa Estatal de Población 2022-2027
de Chihuahua reconoce esta realidad al establecer co-
mo objetivo el fortalecimiento de las capacidades es-
tatales frente a los desafíos institucionales derivados
de las distintas modalidades de migración y prever ac-
ciones de acompañamiento y gestión ante servicios
públicos municipales, estatales y federales. Esto refle-
ja que la atención de la movilidad humana requiere
mecanismos de coordinación que conecten las respon-
sabilidades de los distintos órdenes de gobierno en el
territorio donde efectivamente se demandan los servi-
cios.

Por ello, la atención de las personas migrantes debe
considerar las necesidades particulares de los estados
y municipios de tránsito y frontera. Ciudad Juárez
ejemplifica la importancia de contar con mecanismos
permanentes de coordinación entre los tres órdenes de
gobierno, las organizaciones de la sociedad civil y los
organismos internacionales que participan en la aten-
ción de esta población. Fortalecer esta colaboración
permitiría mejorar la articulación de los servicios exis-
tentes, facilitar la canalización de personas hacia las
instituciones competentes y favorecer una respuesta
más oportuna ante los cambios en los flujos migrato-
rios y las necesidades de atención que se presentan en
el territorio.

La necesidad de fortalecer la coordinación institu-
cional para garantizar una atención integral a las
personas migrantes

La política migratoria mexicana debe contemplar no
solamente la regulación del ingreso, permanencia,
tránsito y salida de personas del territorio nacional, si-
no también la protección de sus derechos durante su
estancia en el país. El Programa Sectorial de Goberna-
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ción 2025-2030 reconoce esta responsabilidad al esta-
blecer como uno de sus objetivos prioritarios la imple-
mentación de una política migratoria integral que pro-
mueva una movilidad ordenada, segura y regular, con
especial atención a las personas que se encuentran en
condiciones de vulnerabilidad social.

El cumplimiento de este objetivo requiere que las ins-
tituciones responsables de la política migratoria man-
tengan una colaboración efectiva con las autoridades
encargadas de garantizar el acceso a servicios esencia-
les. En particular, la atención de las personas migran-
tes en tránsito demanda acciones que permitan respon-
der a necesidades de salud, educación, alojamiento
temporal y, cuando la situación jurídica lo permita, in-
clusión laboral, sin que las diferencias entre las atribu-
ciones de cada dependencia dificulten el ejercicio de
sus derechos.

En este sentido, resulta importante fortalecer los me-
canismos de coordinación interinstitucional para que
las acciones gubernamentales puedan desarrollarse de
manera complementaria. La articulación entre las au-
toridades migratorias, sanitarias, educativas, laborales
y de asistencia social permitiría mejorar los procedi-
mientos de atención y canalización, así como favore-
cer una respuesta adecuada a las necesidades específi-
cas de la población en movilidad.

Asimismo, es necesario que estos mecanismos consi-
deren las características particulares de las localidades
que reciben o atienden a personas migrantes en tránsi-
to. La colaboración con los gobiernos estatales y mu-
nicipales resulta fundamental para identificar las nece-
sidades que se presentan en el territorio y facilitar la
intervención de las instituciones competentes, espe-
cialmente en las ciudades fronterizas y los principales
puntos de tránsito migratorio.

Por estas razones, resulta pertinente exhortar a las au-
toridades federales competentes para que, en el ám-
bito de sus respectivas atribuciones, fortalezcan los
mecanismos de coordinación y las acciones destina-
das a garantizar la atención integral de las personas
migrantes en tránsito por territorio nacional. Lo ante-
rior, con especial atención al acceso a servicios de sa-
lud, la incorporación educativa de niñas, niños y ado-
lescentes, el alojamiento temporal digno y la
inclusión laboral conforme a la legislación aplicable,
privilegiando la protección de los derechos humanos

y la atención de las personas en situación de vulnera-
bilidad.

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración
de esta honorable soberanía la siguiente proposición
con

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del Honorable Con-
greso de la Unión exhorta respetuosamente a las Se-
cretarías de Gobernación, de Salud, de Educación Pú-
blica y del Trabajo y Previsión Social, así como al
Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Fa-
milia, para que, en el ámbito de sus respectivas atribu-
ciones, fortalezcan los mecanismos de coordinación
interinstitucional y las acciones destinadas a garantizar
la atención integral de las personas migrantes en trán-
sito por territorio nacional, particularmente en materia
de acceso a servicios de salud, incorporación educati-
va de niñas, niños y adolescentes, alojamiento tempo-
ral digno e inclusión laboral conforme a la legislación
aplicable, con especial atención a las personas en si-
tuación de vulnerabilidad.
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CON PUNTO DE ACUERDO, PARA EXHORTAR A LA CFE A
TOMAR LAS MEDIDAS TÉCNICAS PERTINENTES PARA GA-
RANTIZAR EL ABASTO DE ENERGÍA ELÉCTRICA Y DESTINAR
MAYORES RECURSOS A LA REVISIÓN, VERIFICACIÓN Y
MANTENIMIENTO DE LÍNEAS DE TRANSMISIÓN, A FIN DE
PREVENIR APAGONES EN TORREÓN, COAHUILA, A CARGO
DE LA DIPUTADA VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA, DEL
GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI

Quien suscribe, Verónica Martínez García, diputada
federal de la LXVI Legislatura de la Cámara de Dipu-
tados del Honorable Congreso de la Unión, integrante
del Partido Revolucionario Institucional, con funda-
mento en los artículos 6, numeral 1, fracción I; y 79,
numeral 2, fracción II, y demás aplicables del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, someto a la consi-
deración de esta honorable asamblea la presente pro-
posición con punto de acuerdo, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El Gobierno federal tiene la obligación de velar por el
cumplimiento de los derechos de las y los mexicanos,
proporcionar seguridad, salud, educación, así como
administrar los recursos recaudados para instrumentar
entre otras cosas, proyectos de obras públicas que ga-
ranticen el acceso a servicios suficientes y eficientes
de energía eléctrica, agua, drenaje recolección de ba-
sura, alumbrado, entre otros, a la ciudadanía.

Al respecto, la electricidad es un servicio básico que es
indispensable para solventar diversos aspectos de la
cotidianidad en una sociedad, que van desde cualquier
tipo de situaciones domésticas, diferentes servicios
públicos, actividades laborales, académicas, económi-
cas, el funcionamiento de agentes económicos, entre
muchas de otra naturaleza, lo que la convierte en un
instrumento necesario para el desarrollo, progreso y
bienestar de la población.

En México, la red eléctrica es suministrada a través de
la Comisión Federal de Electricidad (CFE), quien des-
de el 2000 asumió dicha obligación, además de distri-
buir la energía eléctrica al 100%, solo que, en el 2013,
debido a una reforma, el porcentaje de producción de
la CFE disminuyó, como parte de la apertura del mer-
cado a productores privados, lo que creaba las condi-
ciones para garantizar un mayor abasto, una mayor co-
bertura con precios más accesibles.

Sin embargo, como consecuencia de la alternancia po-
lítica en la titularidad del Ejecutivo federal durante
2018, la citada reforma de 2013 fue revertida, y a tra-
vés de la idea del nacionalismo, se regresó al modelo
de centralización energética, donde la CFE tiene la
prelación en la generación de energía eléctrica, así co-
mo el monopolio de su trasmisión y distribución, a pe-
sar de que nuestro país no cuenta con la infraestructu-
ra necesaria para ello.

Debe mencionarse que los proyectos de generación de
energías limpias, desde el sexenio 2018-2024 y en el
actual, no han sido impulsados por el Gobierno fede-
ral, lo que deja toda la carga de la generación de ener-
gía eléctrica en la CFE, cuya infraestructura, como se
ha afirmado, es insuficiente y limitada para tal efecto.

Al estar detenidos los proyectos de energías limpias, y
ser deficiente la infraestructura de la CFE para generar
energía eléctrica suficiente para todo el país, ha oca-
sionado que el sector tenga un desbalance, y por con-
secuencia, desabasto de energía en algunas entidades
federativas, lo que se ha reflejado en apagones que
afectan a toda la población, así como a los diversos
sectores económicos.

Debido a estas circunstancias, la Comisión de Energía
del Consejo Coordinador Empresarial (CCE), entre
otros organismos, han expresado su preocupación an-
te tal coyuntura, pues algunos estados podrían enfren-
tarse frecuentemente a inconsistencias en la distribu-
ción de energía eléctrica a los diferentes usuarios, a
través de apagones.

Como una posible solución a esta problemática, es
que, en el sexenio anterior, el Gobierno federal imple-
mentó el Programa de Ampliación y Modernización de
la Red Nacional de Transmisión y Redes Generales de
Distribución del Mercado Eléctrico Mayorista para el
periodo 2021-2035, cuya finalidad es que la Secretaría
de Energía desarrollará 21 proyectos, sin embargo, so-
lo alcanzaron a terminar 4, pero sus operaciones no se
han concretado.1

Por ello es que el Gobierno federal tiene proyectado
expandir la infraestructura energética con la idea de al-
canzar el 99.9% de cobertura eléctrica en un plazo de
4 años, cuya finalidad es añadir 22,674 megavatios
(MW) de generación de energía, mayoritariamente
producida a través de fuentes limpias.
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Con una inversión de más de 620,000 millones de pe-
sos, de los cuales, más de la mitad provienen de fon-
dos públicos y el resto de inversión privada.

Sin embargo, la CFE no ha iniciado dichos proyectos
para ampliar, modernizar y mantener las redes de
transmisión, por lo que, al no corregirse las deficien-
cias en la infraestructura, por ende, se seguirá prestan-
do un servicio deficiente que afecta todo tipo de acti-
vidades en las entidades federativas, como sucede en
la zona de la Laguna donde recientemente se han re-
portado apagones.

Esto no es nuevo sobre todo en época de verano, don-
de las olas de calor se intensifican y se requiere un ma-
yor consumo de energía para el funcionamiento del ai-
re acondicionado, ventiladores, así como la antigüedad
de los transformadores son los principales detonantes
de esta crisis que da lugar a los apagones.

Tales intermitencias en el suministro eléctrico no solo
han dejado sin energía a miles de familias, sino que
también se ocasionan otro tipo de consecuencias, co-
mo lo es el freno en la producción de los diferentes
agentes económicos, como lo son restaurantes, tien-
das, y pequeños comercios, quienes llegan a tener per-
didas muy particulares que dependen de su respectivo
giro, lo que genera incertidumbre y es un obstáculo pa-
ra la competitividad comercial en la región.

Desde 2023 se han reportado afectaciones para 18 en-
tidades y en 2024 se presentaron 92 alertas o emer-
gencias en el Sistema Interconectado Nacional.

Hasta finales de junio pasado, se han presentado una
ola de apagones, variaciones de voltaje e interrupcio-
nes prolongadas en el suministro de energía eléctrica
en al menos 20 entidades del país.

En el sur del país también ha habido fallas en localida-
des de Quintana Roo, Campeche, Chiapas y Yucatán.

Las regiones más perjudicadas afectadas incluyen a las
entidades de Morelos, Hidalgo, Puebla, Veracruz,
Querétaro, San Luis Potosí, Tamaulipas, Nuevo León
y Coahuila.

En el estado de Coahuila, los cortes de energía eléctri-
ca han afectado principalmente a los municipios de
Saltillo, Monclova, Piedras Negras, Acuña y Torreón.

En el caso de Torreón, el pasado lunes 20 de julio, se
presentó un apagón en el que, por más de 5 horas, mi-
les de familias quedaron sin luz, lo que afecta las acti-
vidades cotidianas, y frena la economía regional, cau-
sando importantes pérdidas económicas.

La frecuencia con que se han presentado los apagones
en la región provoca que el bienestar de las personas
se vea comprometido, por lo que ante el calor extremo
que se percibe, ya sea en el día o en la noche, es fun-
damental la energía eléctrica para el funcionamiento
de ventiladores, o aire acondicionado que mitigue las
condiciones climáticas.

Estos apagones no solo afectan directamente el sumi-
nistro en los hogares, sino que indirectamente también
afecta los servicios que se utilizan, ya que interrumpen
el suministro de agua potable, tal es el caso de Torre-
ón donde se tienden a dañar bombas de extracción y
suministro de agua, afectando a más de 100 colonias
en Torreón, afectando tanto el área industrial, como en
el sector habitacional, que han generado pérdidas mi-
llonarias.

Extraer el líquido de los pozos se realiza a base de
bombas, al faltar la energía eléctrica se interrumpe el
servicio, poner en funcionamiento cada uno de los po-
zos tarda en promedio, dos horas, ya que deben ser
purgados y cuando la falta de luz se prolonga varias
horas se requieren de ocho a diez horas para presurizar
las líneas de agua potable y, en consecuencia, en res-
tablecer el servicio en los sectores afectados dejando
sin líquido vital a miles de habitantes de la comarca la-
gunera.

La insuficiencia de este servicio esencial ha sido visi-
ble y constante, ya que se han generado apagones ma-
sivos y continuos, desde 2020 hasta nuestros días, sin
que la CFE tome acciones para prevenir y atender la
problemática descrita.

Es indispensable que la CFE tome las medidas condu-
centes para ampliar, modernizar y mantener la infraes-
tructura por medio de la cual se suministra y distribu-
ye la energía eléctrica a los usuarios, debido a sus
limitaciones y deficiencias son uno de los factores que
han contribuido de origen a esta problemática, por lo
que se requiere que destinen mayores recursos para lo-
grar tal objetivo.
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Si bien es cierto que recientemente, se anunció por
parte de la CFE un calendario que puso en marcha un
apagón eléctrico programado en varias colonias de To-
rreón, Coahuila, que tendrá una duración de hasta cua-
tro días para realizar trabajos de mantenimiento y re-
paración, en aras de brindar un servicio de calidad,
sobre todo cuando se trate de mitigar los efectos del
clima extremo, es una realidad que este mantenimien-
to debe garantizar el servicio efectivo en épocas de al-
ta demanda -no solo en verano, sino también en in-
vierno que en un par de meses estará por llegar-
durante las cuales se sobrecargan las líneas de sumi-
nistro y distribución.

Ante las demandas ciudadanas que exigen soluciones
a esta problemática que no solo les ha afectado en sus
actividades cotidianas o a averiado sus aparatos elec-
trodomésticos, también ha ocasionado que las diferen-
tes actividades económicas se vean detenidas, lo que
desemboca en perdidas monetarias, por ello es que se
presenta esta proposición con punto de acuerdo.2

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración
de esta honorable asamblea la siguiente proposición
con

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados exhorta respetuosa-
mente a la Comisión Federal de Electricidad, para que
tome las medidas técnicas pertinentes que permitan
garantizar el abasto de energía eléctrica, y destine ma-
yores recursos al revisar, verificar y darle manteni-
miento a las líneas de transmisión de energía eléctrica
para prevenir los apagones en el municipio de Torre-
ón, en Coahuila de Zaragoza.

Notas:

1. Consultado en https://www.gob.mx/sener/articulos/programa-
para-el-desarrollo-del-sistema-electrico-nacional

2. Consultado en https://www.adn40.mx/mexico/2026-10-05/apa-
gon-electrico-cfe-corta-la-luz-en-varias-colonias-de-torreon-des-
de-hoy-y-hasta-el-8-de-octubre/

Dado en el salón de sesiones, 
a 13 de octubre del 2026.

(Rúbrica)

CON PUNTO DE ACUERDO, PARA EXHORTAR A LA CNE Y A
LA SENER A INICIAR MESAS DE DIÁLOGO CON EL GOBIER-
NO DE COAHUILA PARA RECLASIFICAR LAS TARIFAS ELÉC-
TRICAS DOMÉSTICAS Y ASIGNAR LA TARIFA 1F, ANTE EL
CONSUMO ASOCIADO AL CALOR EXTREMO, A CARGO DE LA
DIPUTADA VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA, DEL GRUPO
PARLAMENTARIO DEL PRI

Quien suscribe, Verónica Martínez García, diputada
federal de la LXVI Legislatura de la Cámara de Dipu-
tados del Honorable Congreso de la Unión, integrante
del Partido Revolucionario Institucional, con funda-
mento en los artículos 6, numeral 1, fracción I; y 79,
numeral 2, fracción II, y demás aplicables del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, someto a la consi-
deración de esta honorable asamblea la presente pro-
posición con punto de acuerdo, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Actualmente es prácticamente imposible prescindir de
la energía eléctrica en nuestras actividades cotidianas,
la cual se utiliza desde la realización de las actividades
domésticas o personales más elementales, hasta cual-
quier otra actividad que pudiera revestir un mayor im-
pacto o trascendencia en cualquier ámbito de nuestra
sociedad, por lo que su presencia ya no solo es una ne-
cesidad, sino un derecho para la ciudadanía.

De ese modo es que la energía eléctrica al ser el artífi-
ce de múltiples procesos de tipo económico, académi-
co, político, social, científico, cultural, por mencionar
sólo algunos rubros, es generadora de progreso, des-
arrollo, crecimiento económico y bienestar en comuni-
dades, regiones o en algún lugar determinado.

En términos del artículo 2 de la Ley de la Empresa Pú-
blica del Estado, Comisión Federal de Electricidad, es-
te organismo es una entidad de la Administración Pú-
blica Federal sectorizada a la Secretaría de Energía,
con independencia técnica, operativa y de gestión, per-
sonalidad jurídica, régimen especial y patrimonio pro-
pio, cuyo objeto, de conformidad con el artículo 3 del
mismo ordenamiento legal, es procurar el desarrollo
sustentable de las actividades de generación, almace-
namiento, transmisión, distribución, comercialización
y suministro de electricidad, así como contribuir en la
provisión del servicio de Internet y telecomunicacio-
nes con el Estado Mexicano, por lo que ello lo realiza-
rá bajo responsabilidad social para garantizar la conti-
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nuidad, accesibilidad, seguridad y confiabilidad del
servicio público de electricidad.

En México, la red eléctrica depende de la Comisión
Federal de Electricidad (CFE), sin embargo, para el
cobro por el suministro de energía eléctrica se han fi-
jado tarifas, cuyos montos dependen del consumo rea-
lizado por los usuarios. Actualmente esas tarifas se fi-
jan mediante el desarrollo de metodologías y
estimaciones elaboradas por las autoridades en la ma-
teria.

Al respecto, de acuerdo con las fracciones I y VI del
artículo 8 de la Ley de la Comisión Nacional de Ener-
gía, en las fracciones IV y V del artículo 11, el artícu-
lo 72, el artículo 158, el artículo 159, la fracción I del
artículo 160, el artículo 166, y demás preceptos relati-
vos de la Ley del Sector Eléctrico, así como del se-
gundo párrafo de la fracción XXI del artículo 33 de la
Ley Orgánica de la Administración Pública Federal,
corresponde a la Comisión Nacional de Energía y a la
Secretaría de Energía, coordinar y validar las tarifas
establecidas por los servicios brindados a los usuarios.

Al mismo tiempo, debe considerarse que de acuerdo
con el artículo cuarto transitorio del decreto por el que
se expidió la Ley del Sector Eléctrico, la Comisión
Nacional de Energía revisará y actualizará las metodo-
logías de transmisión y las metodologías de las tarifas
reguladas del Servicio Público de Transmisión, dentro
de los primeros 180 días posteriores a su entrada en vi-
gor, lo que permitirá garantizar la eficiencia, calidad,
confiabilidad, continuidad, seguridad y sostenibilidad
del Sistema Eléctrico Nacional, por lo que mientras di-
chas actualizaciones no sean emitidas, siguen aplican-
do las disposiciones vigentes.

Lo anterior es de gran importancia, ya que de esa for-
ma se podrán establecer y asignar tarifas para los dis-
tintos esquemas de consumo, que reflejarán las necesi-
dades de la población en las diferentes regiones en el
país.

En ese sentido, debido a la diversidad y riqueza natu-
ral que existe en territorio nacional, las condiciones
climáticas son un factor que llega a incidir en su cali-
dad de vida, pues sus efectos pueden ocasionar daños
en la salud, motivo por el que deben contar con las
condiciones necesarias para mitigarlos y de esa forma
proteger su integridad.

Al respecto, en Coahuila por ejemplo, durante los pe-
riodos de marzo-agosto que abarcan las estaciones pri-
mavera y verano, así como la llamada “canícula”, se
percibe calor extremo que en promedio alcanzan los
45°C de temperatura, e incluso los 50° C, por lo que
ante esas circunstancias, las y los coahuilenses tienen
que instalar en sus hogares, aparatos ventiladores o
aparatos de aire acondicionado en dichas épocas para
mitigar los efectos del calor, y eventualmente la cale-
facción durante el invierno, solo que tales medidas
ocasiona que se incremente el consumo de energía
eléctrica, y por ende, las erogaciones comienzan a au-
mentar, lo que afecta el presupuesto familiar, convir-
tiéndolo en un problema generalizado cuando afecta a
gran parte de una población.

Por ello es qué resulta justificado que sean revisadas y
reclasificadas las tarifas eléctricas en esa entidad, para
crear las condiciones económicas optimas que permi-
tan enfrentar los efectos del calor extremo en las dife-
rentes regiones de la entidad.

Es necesario establecer que en gran parte de Coahuila
se aplica la tarifa 1C1, solo que tal determinación no
responde a las necesidades de su población, ni corres-
ponde a las condiciones climáticas que se dejan sentir
en la región, ya que tal circunstancia ocasiona que el
consumo de energía eléctrica sea muy alto, y por ende,
los pagos para cubrir el suministro de energía eléctri-
ca se eleve, por lo que es necesario que intervengan la
Comisión Nacional de Energía y la Secretaría de Ener-
gía, como las autoridades que intervienen en el proce-
so de aprobación y asignación de tarifas al suministro
de energía eléctrica, con la finalidad de que las mismas
sean reclasificadas y se otorgue la 1F, tal como sucede
en otras entidades federativas.

Es importante que en esa reclasificación exista asequi-
bilidad, es decir, que haya correspondencia entre los
ingresos y las condiciones socioeconómicas de dicha
población.

El reajuste de las tarifas por el suministro de energía,
podrá suceder siempre que exista una causa justificada
y que la misma sea para generar un beneficio para los
usuarios de una determinada región, tal como puede
ser considerada una situación de carácter climático, a
la cual se encuentran sujetas durante gran parte del
año, y cuyos efectos tienen que ser mitigados con apa-
ratos ventiladores, aparatos de aire acondicionado, o
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de calefacción lo que aumenta el consumo de energía
eléctrica y las tarifas a cubrir.

Cabe resaltar que las tarifas eléctricas se clasifican en
específicas, entre las cuales están la de servicio do-
méstico, doméstico de alto consumo, servicio público,
agrícola, acuícola y temporal, además, pero también
advertimos que existen las tarifas generales, que inclu-
yen a las de baja, media y alta tensión, así como de ser-
vicio de respaldo e interrumpible.

Las tarifas por el suministro de energía eléctrica son
clasificadas tomando en consideración su uso y el ni-
vel de tensión2, encontrándose entre ellas las de uso
doméstico, mismas que han sido denominadas como
tarifa 1, en la que están incluidas las tarifas 1A, 1B,
1C, 1D, 1E y 1F, así como la doméstica de alto consu-
mo (DAC).

Dichas tarifas tienen como finalidad que zonas o re-
giones con condiciones climáticas extremas, paguen
una menor cantidad a pesar de tener registrado un alto
consumo de energía eléctrica por el uso constante de
aparatos que mitigan los efectos del calor extremo, lo
que sucede principalmente en las regiones con este ti-
po de condiciones climáticas.

Existen antecedentes al respecto, tal como sucedió en
2015 en donde la Comisión Federal de Electricidad,
mediante la suscripción de convenios con los gobier-
nos de Chihuahua, Sinaloa, Sonora, Baja California,
otorgó un subsidio en el pago del consumo doméstico
de energía eléctrica, aplicando la tarifa 1D durante el
periodo de verano de ese año3.

De la misma manera, diversos municipios de Nuevo
León y de Veracruz también recibieron apoyo de este
tipo debido a circunstancias de carácter climático.4

De esa misma forma, es que desde 2021 el estado de
Tabasco recibe un subsidio al haberle sido asignada la
tarifa 1F, por lo que para 2025, además de ello, la Co-
misión Federal de Electricidad realizara inversiones
para infraestructura eléctrica.

Por ello, es que además de las circunstancias antes re-
feridas, es que se exhorta a la Comisión Nacional de
Energía y a la Secretaría de Energía, para que en el
ámbito de sus respectivas competencias, revisen su
metodología de asignación de tarifas por el suministro

de energía eléctrica de uso doméstico en el estado de
Coahuila con la finalidad de que se reclasifiquen a 1F,
la cual “se aplicará a todos los servicios que destinen
la energía para uso exclusivamente doméstico, para
cargas que no sean consideradas de alto consumo de
acuerdo a lo establecido en la Tarifa DAC, conectadas
individualmente a cada residencia, apartamento,
apartamento en condominio o vivienda, en localida-
des cuya temperatura media mensual en verano sea de
33 grados centígrados como mínimo. Estos servicios
sólo se suministrarán en baja tensión y no deberá
aplicárseles ninguna otra tarifa de uso general”.5

Lo anterior como una forma de apoyar a la economía
familiar que se ve afectada por los altos consumos de
energía eléctrica realizados para mitigar los efectos del
calor extremo, ha ocasionado que en la entidad se ten-
gan que realizar altos consumos de energía eléctrica
durante el periodo de primavera-verano.

Es importante considerar que, aun después de la cul-
minación de la pandemia por el virus SARS-CoV-2
cuando se han normalizado las actividades presencia-
les, aun se siguen realizando de forma importante ac-
tividades académicas o laborales en línea, lo que le da
una mayor complejidad a la problemática cuando la
sumamos a las circunstancias antes descritas.

No pasa desapercibido que el estado de Coahuila
cuenta con municipios que se encuentran ubicados en
zonas totalmente áridas y semidesérticas, en las que se
superan los 33 grados durante el periodo primavera-
verano, o bien, en invierno también se perciben tem-
peraturas gélidas, por lo que realmente necesitan que
se les asigne la tarifa 1F para permitir que las familias
coahuilenses no pierdan su calidad de vida y que no
pongan en riesgo su integridad física al utilizar venti-
ladores, aparatos de aire acondicionado o de calefac-
ción, durante los periodos de calor extremo en la enti-
dad.

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración
de esta honorable asamblea la siguiente proposición
con

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados exhorta respetuosa-
mente a las personas titulares de la Comisión Nacional
de Energía y de la Secretaría de Energía, para que ini-
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cien mesas de diálogo con el gobierno de Coahuila
orientadas a reclasificar las tarifas eléctricas que cobra
la Comisión Federal de Electricidad por el servicio
eléctrico doméstico que brinda en dicha entidad, asig-
nándole la tarifa 1F con la idea de que los altos consu-
mos de energía eléctrica realizados para mitigar los
efectos del calor extremo no afecten la economía fa-
miliar.

Notas:

1. Consultado en
https://app.cfe.mx/Aplicaciones/CCFE/Tarifas/TarifasCRECasa/T
arifas/Tarifa1C.aspx... “Esta tarifa se aplicará a todos los servi-
cios que destinen la energía para uso exclusivamente doméstico,
para cargas que no sean consideradas de alto consumo de acuer-
do a lo establecido en la Tarifa DAC, conectadas individualmente
a cada residencia, apartamento, apartamento en condominio o vi-
vienda, en localidades cuya temperatura media mensual en vera-
no sea de 30 grados centígrados como mínimo. Estos servicios só-
lo se suministrarán en baja tensión y no deberá aplicárseles
ninguna otra tarifa de uso general. Se considerará que una loca-
lidad alcanza la temperatura media mínima en verano de 30 gra-
dos centígrados, cuando alcance el límite indicado durante tres ó
más años de los últimos cinco de que se disponga de la informa-
ción correspondiente. Se considerará que durante un año alcanzó
el límite indicado cuando registre la temperatura media mensual
durante dos meses consecutivos ó más, según los reportes elabo-
rados por la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Natura-
les.”

2. 1) Domésticas: 1, 1A, 1B, 1C, 1D, 1E, 1F y Doméstica de Alto
Consumo (DAC); 2) Servicios públicos: 5, 5-A y 6 cuotas men-
suales autorizadas; 3) Agrícola: 9, 9M, 9-CU y 9-N cuotas men-
suales autorizadas; 4) Temporal: 7 cuotas mensuales autorizadas;
5) Acuícola: EA; 6) Generales en baja tensión: 2 y 3 cuotas men-
suales autorizadas; 7) Generales en media tensión: O-M, H-M Y
H-MC cuotas mensuales autorizadas; 8) Media tensión con cargos
fijos: OMF, H-MF Y H-MCF cuotas mensuales autorizadas; 9) Ge-
nerales en alta tensión: HS, HS-L, HT y HT-L cuotas mensuales
autorizadas; 10) Alta tensión con cargos fijos: HSF, HS·LF, HTF y
HT·LF; 11) Respaldo: HM-R, HM-RF, HM-RM, HS-R, HS-RF,
HS-HM, HT-R, HT-RM cuotas mensuales autorizadas; 12) Servi-
cio interrumpible: 1-15 e 1-30 cuotas mensuales autorizadas.

3. Informe Anual 2015 Comisión Federal de Electricidad, página
54.

4. Ibidem, página 55.

5. Consultado en
https://app.cfe.mx/Aplicaciones/CCFE/Tarifas/TarifasCRECasa/T
arifas/Tarifa1F.aspx... ”Se considerará que una localidad alcanza
la temperatura media mínima en verano de 33 grados centígrados,
cuando alcance el límite indicado durante tres o más años de los
últimos cinco de que se disponga de la información correspon-
diente. Se considerará que durante un año alcanzó el límite indi-
cado cuando registre la temperatura media mensual durante dos
meses consecutivos o más, según los reportes elaborados por la
Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales.”

Dado en el salón de sesiones,
a 13 de octubre del 2026.

(Rúbrica)

CON PUNTO DE ACUERDO, PARA EXHORTAR A DIVERSAS
AUTORIDADES A DISEÑAR Y OPERAR UN PROGRAMA EMER-
GENTE DE APOYO INTEGRAL, FINANCIAMIENTO Y PROTEC-
CIÓN PARA COLECTIVOS Y MADRES BUSCADORAS, A CAR-
GO DE LA DIPUTADA VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA, DEL
GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI

Quien suscribe, Verónica Martínez García, diputada
federal de la LXVI Legislatura de la Cámara de Dipu-
tados del Honorable Congreso de la Unión, integrante
del Partido Revolucionario, con fundamento en los ar-
tículos 6, numeral 1, fracción I; y 79, numeral 2, frac-
ción II, y demás aplicables del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, someto a la consideración de esta
honorable asamblea la presente proposición con punto
de acuerdo, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Actualmente nuestro país enfrenta una grave crisis en
lo que hace a la protección de derechos humanos, de-
bilidad institucional y del Estado de derecho, como una
consecuencia de la corrupción, de la violencia, e inse-
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guridad pública que se ha presentado en territorio na-
cional, en donde en algunas regiones o entidades fede-
rativas se visualiza de forma más intensa que en otras.

Tal problemática se agudizó durante el anterior sexe-
nio, y ha seguido la misma suerte en lo que va de este,
pues los índices de muertes dolosas se incrementaron
considerablemente en relación a lo sucedido en otras
administraciones del Gobierno federal, lo que ha ge-
nerado un entorno de incertidumbre, temor e inseguri-
dad entre las y los mexicanos.

El Instituto Nacional de Estadística y Geografía (IN-
EGI) confirmó que el sexenio de Andrés Manuel Ló-
pez Obrador, de diciembre de 2018 a septiembre de
2024, fue el más violento de la historia reciente al ha-
berse cometido 202 mil 336 homicidios dolosos en
nuestro país.

Aunque en el actual sexenio se ha informado que se ha
reducido en un 51% la incidencia de homicidios dolo-
sos es una realidad que la violencia y los delitos con-
tinúan representando una amenaza para las y los me-
xicanos, quienes son susceptibles de otro tipo de
delitos como lo son la extorsión, el secuestro, el robo
a mano armada, ya sea en vía pública o en transporte
público, el robo de vehículo, el robo a casa habitación,
delitos sexuales, y lesiones, entre otros.

Debe mencionarse que uno de los ilícitos que más ha
lacerado a la sociedad en los últimos años es la des-
aparición de personas, ya que es una de las más graves
violaciones a derechos humanos, además de provocar
múltiples efectos no sólo en familiares y seres queri-
dos de las personas desaparecidas y su comunidad, si-
no en toda la sociedad al quebrar de manera irreversi-
ble el frágil tejido social, y robustecer el entorno de
violencia en el que estamos inmersos.

Debido a la magnitud de la crisis de desapariciones
que actualmente se está viviendo en México, es que su
atención se ha vuelto una prioridad nacional, que de-
manda presupuesto e institucionalidad específicos.

De acuerdo con datos del Registro Nacional de Perso-
nas Desaparecidas y No Localizadas, en lo que va de
2026, el número oficial de personas desaparecidas
acumuladas en el país superó las 17, 203 personas; en
2025 se registraron 37, 271, personas desaparecidas,
en 2024 fueron 36,166, y en 2023 fueron 32, 462.1

En virtud de esas circunstancias, se ha presentado una
importante crisis en las instituciones forenses estata-
les, pues se ha estimado que existen más de 70,000
cuerpos o restos humanos sin identificar, mismos que
se encuentran bajo su custodia.

Tomando en cuenta la magnitud de la problemática, es
que se ha realizado un importante trabajo legislativo
para dotar de atribuciones a las instituciones, así como
para crear otras que favorezcan la atención de esta cri-
sis de derechos humanos en la que nuestro país conti-
núa inmerso.

Al expedirse la Ley General en Materia de Desapari-
ción Forzada de Personas, Desaparición Cometida por
Particulares y del Sistema Nacional de Búsqueda de
Personas, se buscó crear las condiciones y la estructu-
ra institucional para enfrentar esta coyuntura, pero es-
to implica que deben tener los recursos suficientes pa-
ra tal efecto, de lo contrario, los esfuerzos realizados a
nivel legislativo serán estériles.

En ese sentido, dicha ley otorga atribuciones muy am-
plias a la Comisión Nacional de Búsqueda2, entre las
cuales se encuentran la de coordinar prioritariamente
las búsquedas en campo y forenses, administrar el Re-
gistro Nacional de Personas Fallecidas No Identifica-
das y No Reclamadas y diseñar análisis de contexto en
todo el país, solo que diversos especialistas, así como
los colectivos de víctimas, han señalado la existencia
de un desfase entre las facultades legales y las herra-
mientas con que realmente cuenta ese desconcentrado
de la Secretaría de Gobernación para resolver la crisis
actual, misma que ya rebasa las 130,000 personas des-
aparecidas en todo el país.

Del mismo modo sucede con el Sistema Nacional de
Búsqueda de Personas3, cuyas funciones también re-
sultan limitadas, por lo que, en ambos casos, la insufi-
ciencia presupuestal es uno de los mayores obstáculos
para la consolidación de sus atribuciones.

Para este ejercicio fiscal, la propuesta federal asigna a
la Comisión Nacional de Búsqueda 1,223.4 millones
de pesos4, lo que representó un aumento mínimo res-
pecto a años previos, es decir, apenas 8.7 millones más
que el ciclo anterior, lo que en términos reales repre-
senta un estancamiento considerado la dimensión del
problema.5
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Debe destacarse que cerca del 80% de los fondos de
dicha comisión se destinan a transferencias y subsidios
para las Comisiones Locales de Búsqueda, dejando un
margen mínimo para la operación de análisis científi-
cos de gran escala o tecnología avanzada de identifi-
cación en el ámbito federal.

Otro gran problema a que institucionalmente se han
enfrentado son las reducciones presupuestarias impre-
vistas durante el año operativo, afectando la continui-
dad de sus programas y provocando crisis internas de
gestión.

Ante este panorama, es que las madres buscadoras han
tenido que movilizarse por sus propios medios para in-
vestigar e intentar localizar el paradero de sus hijas e
hijos desaparecidos, lamentablemente sus esfuerzos
han sido insuficientes al padecer las carencias de las
autoridades ministeriales, además de que también han
tenido que sufrir el asedio, amenazas, y las agresiones
del crimen organizado, creando riesgos importantes
que pueden repercutir en su integridad e incluso en su
vida, en sus labores de búsqueda.

Por ello es que es indispensable que para el ejercicio
2027, se diseñe y se opere un programa integral de
apoyo que no tenga un manejo discrecional, sino el
cumplimiento estricto de las obligaciones establecidas
en la ley de la materia, en los siguientes términos:

Fortalecer el derecho de la ciudadanía y de familiares
de personas desaparecidas a participar en su búsqueda,
a participar directamente en el diseño, implementa-
ción, evaluación y ejecución de las acciones de bús-
queda, por el que el Estado debe dotar de los materia-
les e insumos necesarios para tal efecto, tal como lo
establece las fracciones I, II, IV y VI del artículo 137
de la ley;

Establecer la obligatoriedad de que la Comisión
Nacional de Búsqueda y el Sistema Nacional cuen-
te con recursos humanos, materiales y financieros
para su fortalecimiento y garantizar la realización
de búsquedas efectivas, tal como lo señala el artí-
culo 49;

En virtud de lo anterior, se podría asegurar que los fa-
miliares tengan acceso a medidas de ayuda, asistencia
y protección necesarias para resguardar su vida e inte-
gridad física ante las amenazas derivadas de sus labo-

res de rastreo, tal como lo señala el artículo 138 de la
ley de la materia;

En ese sentido, también se podría garantizar para que
las autoridades en la materia coordinen una estrategia
de muestreo genético y procesamiento eficaz junto a
los colectivos civiles.

Dicho programa tendrá los siguientes objetivos en la
atención de este problema:

Que tengan la capacidad de brindar subsidios y apoyo
material a los colectivos, para adquirir herramientas de
excavación, insumos tecnológicos de geolocalización
y viáticos de transporte.

Darles mecanismos de protección, a través del des-
pliegue obligatorio y permanente de la Guardia Nacio-
nal, así como de policías estatales para acompañar a
los colectivos durante las jornadas de rastreo en zonas
de alto riesgo.

Acceso prioritario a esquemas de salud física, apoyo
psicológico especializado por trauma secundario y ca-
nastas alimentarias de emergencia para el sustento de
las familias cuidadoras.

Realización de mesas técnicas regionales, que deberán
coordinarse por la Secretaría de Gobernación y la Fis-
calía General de la República con la finalidad de cru-
zar los hallazgos de las madres buscadoras con la Ba-
se Nacional de Datos Forenses y la Plataforma Única
de Identidad.

Es importante que este programa al que se hace alu-
sión en la presente proposición con punto de acuerdo,
tenga el alcance y carácter de estrategia nacional, que
involucre a los 3 órdenes de gobierno, con la finalidad
de darle uniformidad a las acciones y protocolos que
se implementen para atender la problemática en todo
el país, sobre todo en aquellas entidades o regiones en
los que haya un mayor índice de reportes de personas
desaparecidas, con la idea de esto se refleje en apoyos
para las madres buscadoras en la labor de rastreo de
sus familiares desaparecidos.

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración
de esta honorable asamblea la siguiente proposición
con
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Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del H. Congreso de la
Unión exhorta respetuosamente a la Titular del Ejecu-
tivo federal para que, a través de la Secretaría de Go-
bernación, el Sistema Nacional de Búsqueda de Perso-
nas, y la Comisión Nacional de Búsqueda de Personas,
diseñe, implemente y opere un programa emergente de
apoyo integral, financiamiento y protección para los
colectivos y madres buscadoras de personas desapare-
cidas en México.

Notas:

1. Consultado en https://versionpublicarnpdno.segob.gob.mx/Das-
hboard/ContextoGeneral

2. Artículo 50 de la Ley General en Materia de Desaparición For-
zada de Personas, Desaparición Cometida por Particulares y del
Sistema Nacional de Búsqueda de Personas. La Comisión Nacio-
nal de Búsqueda es un órgano administrativo desconcentrado de la
Secretaría de Gobernación, que determina, ejecuta y da segui-
miento a las acciones de búsqueda de Personas Desaparecidas y
No Localizadas, en todo el territorio nacional. Esto incluye, ade-
más de la búsqueda en vida, la búsqueda forense con fines de iden-
tificación de cuerpos y restos humanos desde la perspectiva indi-
vidualizada o generalizada a través de un enfoque masivo o a gran
escala o, en su caso, de identificación humana complementario y
de la operación de un Centro Nacional con competencia en todo el
territorio nacional, el cual debe interconectarse y compartir la in-
formación con el resto de las herramientas precisadas en el artícu-
lo 48 de la presente Ley y demás disposiciones jurídicas aplica-
bles.

3. Artículo 44 de la Ley General en Materia de Desaparición For-
zada de Personas, Desaparición Cometida por Particulares y del
Sistema Nacional de Búsqueda de Personas. El Sistema Nacional
tiene como objetivo diseñar y evaluar de manera eficiente y armó-
nica los recursos del Estado Mexicano para establecer las bases ge-
nerales, políticas públicas y procedimientos entre las autoridades
de todos los órdenes de gobierno para la búsqueda, localización e
identificación de Personas Desaparecidas y No Localizadas, así
como para la prevención, investigación y sanción de los delitos en
materia de esta Ley.

4. Consultado en https://www.ppef.hacienda.gob.mx/work/mo-
dels/PP3F2709/PPEF2027/yik327fP/docs/04/r04_apurog.pdf

5. Consultado en https://www.pef.hacienda.gob.mx/work/mo-
dels/P3f26115/PEF2026/y6k1r4r1/docs/04/r04_apurog.pdf

Dado en el Palacio Legislativo, 
a 13 de octubre de 2026.

(Rúbrica)

CON PUNTO DE ACUERDO, PARA EXHORTAR A LA SEMAR-
NAT Y AL GOBIERNO DEL ESTADO DE CHIHUAHUA A CO-
ORDINAR ACCIONES PARA ACTUALIZAR EL PROGRAMA DE
GESTIÓN PARA MEJORAR LA CALIDAD DEL AIRE EN CHI-
HUAHUA, CON ESPECIAL ATENCIÓN AL MUNICIPIO DE JUÁ-
REZ, A CARGO DE LA DIPUTADA PALOMA DOMÍNGUEZ
UGARTE, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI

Quien suscribe, diputada Paloma Domínguez Ugar-
te, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional, de la LXVI Legislatura de
la Cámara de Diputados del Honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en los artículos 6, numeral 1,
fracción I; y 79, numeral 2, fracción II, y demás apli-
cables del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
meto a la consideración de esta asamblea, la siguiente
proposición con punto de acuerdo, al tenor de las si-
guientes

Consideraciones

La calidad del aire como un asunto de salud públi-
ca y protección ambiental

La contaminación atmosférica constituye uno de los
principales desafíos ambientales para las ciudades, de-
bido a sus efectos sobre la salud de la población, los
ecosistemas y la calidad de vida. La presencia de con-
taminantes en el aire, particularmente de partículas
suspendidas y gases provenientes de distintas activida-
des humanas, representa un riesgo que requiere medi-
das permanentes de prevención, vigilancia y control.

La exposición a contaminantes atmosféricos se rela-
ciona con enfermedades respiratorias y cardiovascula-
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res, así como con el agravamiento de padecimientos
preexistentes. Sus efectos pueden ser especialmente
importantes para niñas, niños, personas adultas mayo-
res y quienes viven con enfermedades respiratorias
crónicas, por lo que las políticas dirigidas a mejorar la
calidad del aire constituyen también instrumentos de
protección de la salud pública.

El Programa de Gestión para Mejorar la Calidad del
Aire en el Estado de Chihuahua 2016-2025 reconoció
esta problemática y estableció la necesidad de imple-
mentar medidas de mitigación para reducir las emisio-
nes contaminantes y favorecer el cumplimiento de las
normas oficiales mexicanas en la materia. De esta ma-
nera, vinculó la gestión ambiental con la protección de
la salud de la población.

En este contexto, contar con instrumentos de planea-
ción ambiental actualizados resulta fundamental para
identificar riesgos, establecer prioridades y orientar las
acciones de las autoridades responsables. La atención
de la contaminación atmosférica no debe limitarse a
responder ante episodios de mala calidad del aire, sino
incorporar estrategias preventivas que permitan redu-
cir de manera sostenida la exposición de la población
a los contaminantes.

La problemática de la calidad del aire en Chihua-
hua y Ciudad Juárez

El estado de Chihuahua presenta características terri-
toriales, económicas y urbanas que hacen necesaria
una atención diferenciada de la contaminación atmos-
férica. La concentración de actividades industriales,
comerciales y de transporte, particularmente en las
ciudades de Chihuahua y Juárez, genera condiciones
que deben considerarse en el diseño de políticas públi-
cas dirigidas a prevenir y reducir las emisiones conta-
minantes.

El diagnóstico incorporado en el Programa de Gestión
para Mejorar la Calidad del Aire en el Estado de Chi-
huahua 2016-2025 identificó problemas relacionados
con las concentraciones de partículas suspendidas me-
nores a 10 micrómetros (PM10), así como la necesidad
de fortalecer la vigilancia de otros contaminantes at-
mosféricos. De acuerdo con ese documento, durante
2015 se registraron 38 días con mediciones de PM10
fuera de la norma en la ciudad de Chihuahua, mientras
que en Ciudad Juárez se identificaron 36 días con con-

centraciones superiores al límite establecido, a partir
de mediciones manuales realizadas periódicamente.

Asimismo, el programa señaló que las fuentes móviles
constituían una aportación importante a las emisiones
de monóxido de carbono y óxidos de nitrógeno en la
entidad, mientras que las fuentes fijas y de área contri-
buían a la emisión de otros contaminantes. Este diag-
nóstico permitió reconocer que la problemática de la
calidad del aire responde a diferentes actividades y
fuentes de emisión, por lo que su atención requiere
medidas específicas para cada sector.

En el caso particular de Ciudad Juárez, su actividad
industrial, la circulación vehicular y su condición de
ciudad fronteriza hacen necesario contar con informa-
ción suficiente para identificar las fuentes de contami-
nación y establecer acciones acordes con sus caracte-
rísticas. Los resultados del programa anterior
constituyen un antecedente relevante; sin embargo, co-
rresponden a mediciones y diagnósticos históricos que
deben actualizarse para conocer las condiciones actua-
les de la calidad del aire y orientar las decisiones de
política pública.

La conclusión de la vigencia del ProAire Chihua-
hua 2016-2025 y la necesidad de su actualización

Los Programas de Gestión para Mejorar la Calidad del
Aire, conocidos como ProAire, son instrumentos de
gestión ambiental que permiten establecer acciones de
carácter preventivo y correctivo para atender la conta-
minación atmosférica. De acuerdo con la Secretaría de
Medio Ambiente y Recursos Naturales, estos progra-
mas promueven la participación de los tres órdenes de
gobierno, la industria, la academia y la sociedad civil,
además de incorporar diagnósticos sobre las fuentes de
emisión y medidas orientadas a la protección de la sa-
lud y al fortalecimiento institucional.

El estado de Chihuahua contó con el Programa de
Gestión para Mejorar la Calidad del Aire 2016-2025,
elaborado con la participación de autoridades federa-
les, estatales y municipales, así como de instituciones
académicas y organizaciones de la sociedad civil. Es-
te instrumento estableció 20 medidas organizadas en
seis líneas estratégicas, relacionadas con las fuentes fi-
jas, móviles y de área, además de los ejes transversa-
les de salud, comunicación y educación ambiental, y
fortalecimiento institucional.
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La vigencia de dicho programa concluyó en 2025, por
lo que resulta necesario impulsar su actualización a
partir de las condiciones ambientales actuales de la en-
tidad. Este proceso debe considerar la revisión de los
resultados de las medidas anteriores, la actualización
de los inventarios de emisiones, la identificación de las
principales fuentes contaminantes y la definición de
nuevas metas e indicadores de seguimiento.

La actualización del ProAire no implica partir de cero,
sino aprovechar la experiencia acumulada y fortalecer
los mecanismos de planeación existentes. Contar con un
nuevo instrumento permitiría establecer prioridades pa-
ra los próximos años y dar continuidad a las acciones di-
rigidas a mejorar la calidad del aire en Chihuahua, con
especial atención a las necesidades de Ciudad Juárez.

La necesidad de fortalecer los sistemas de monito-
reo atmosférico

El monitoreo de la calidad del aire constituye una he-
rramienta indispensable para conocer las concentracio-
nes de contaminantes presentes en la atmósfera, identi-
ficar situaciones de riesgo para la población y evaluar la
efectividad de las medidas adoptadas para reducir las
emisiones. La disponibilidad de información confiable
y continua permite que las autoridades ambientales sus-
tenten sus decisiones en evidencia técnica y establezcan
mecanismos oportunos de prevención y atención.

El ProAire Chihuahua 2016-2025 reconoció esta nece-
sidad mediante su medida número 20, denominada
Fortalecer el Sistema de Monitoreo Atmosférico Esta-
tal, cuyo objetivo consistió en mejorar la calidad y
confiabilidad de la información generada por las esta-
ciones de monitoreo, así como ampliar su cobertura
para conocer las condiciones atmosféricas de las prin-
cipales ciudades de la entidad.

En el diagnóstico correspondiente, el programa identi-
ficó que Ciudad Juárez contaba con una red integrada
por estaciones manuales y semiautomáticas, las cuales
requerían modernización para mejorar la continuidad
y precisión de sus mediciones. Asimismo, señaló la
necesidad de fortalecer la operación coordinada de las
estaciones ubicadas en la ciudad de Chihuahua. Estas
observaciones, formuladas durante la elaboración del
programa anterior, constituyen antecedentes técnicos
que deben revisarse para determinar las condiciones
actuales de ambas redes.

Por ello, la actualización del programa debe acompa-
ñarse de una evaluación del funcionamiento, cobertu-
ra y capacidad técnica de los sistemas de monitoreo at-
mosférico, particularmente en Ciudad Juárez. Este
diagnóstico permitirá identificar las necesidades de
mantenimiento, modernización y capacitación del per-
sonal responsable, así como fortalecer la difusión de
información accesible para la ciudadanía.

Los planteamientos realizados durante la compare-
cencia de la titular de SEMARNAT

El 6 de octubre de 2026, durante la comparecencia de
la secretaria de Medio Ambiente y Recursos Natura-
les, Alicia Bárcena Ibarra, ante las Comisiones Unidas
de Medio Ambiente y Recursos Naturales y de Cam-
bio Climático y Sostenibilidad de la Cámara de Dipu-
tados, se planteó la necesidad de fortalecer las accio-
nes institucionales dirigidas a mejorar la calidad del
aire en Ciudad Juárez.

Durante dicha comparecencia, se planteó la importan-
cia de mejorar el monitoreo atmosférico, atender las
principales fuentes de contaminación y fortalecer la
coordinación entre la SEMARNAT, la Procuraduría
Federal de Protección al Ambiente, el Gobierno del es-
tado de Chihuahua y el Municipio de Juárez. Asimis-
mo, se hizo referencia a un punto de acuerdo presenta-
do previamente ante la Cámara de Diputados,
orientado a fortalecer las inspecciones ambientales y
las acciones de vigilancia en esta ciudad fronteriza.

En respuesta, la titular de SEMARNAT manifestó la dis-
posición de la dependencia para continuar apoyando la
evaluación del sistema de monitoreo y a los técnicos en-
cargados de operar la red. También reconoció la necesi-
dad de revisar la situación de Ciudad Juárez y avanzar en
la actualización del programa de gestión de la calidad del
aire, ante la conclusión de su periodo de vigencia.

De igual manera, la secretaria reconoció la importan-
cia de fortalecer la presencia institucional de SEMAR-
NAT y PROFEPA en Chihuahua, particularmente por
los desafíos que representa la extensión territorial del
estado para desarrollar las labores de inspección, mo-
nitoreo, prevención y vigilancia ambiental.

Estas declaraciones constituyen un antecedente insti-
tucional relevante para impulsar la actualización del
ProAire Chihuahua. La disposición expresada por la
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autoridad ambiental federal ofrece una oportunidad
para avanzar en la coordinación con las autoridades
estatales y municipales y establecer una ruta de traba-
jo que permita contar con un instrumento de gestión
actualizado y adecuado a las necesidades de la entidad.

La coordinación entre los tres órdenes de gobierno
para actualizar el ProAire Chihuahua

La actualización del Programa de Gestión para Mejo-
rar la Calidad del Aire en el Estado de Chihuahua re-
quiere la participación coordinada de las autoridades
competentes en materia ambiental, debido a que las
fuentes de contaminación atmosférica y las acciones
necesarias para atenderlas involucran atribuciones de
los distintos órdenes de gobierno.

La experiencia del ProAire 2016-2025 demuestra la
importancia de contar con mecanismos de colabora-
ción institucional. Entre las medidas contempladas en
dicho instrumento se encontraba la conformación de
un Comité Técnico Estatal para su Seguimiento y Eva-
luación, así como la actualización del inventario de
emisiones a nivel municipal. Estas herramientas fue-
ron concebidas para facilitar la coordinación, identifi-
car responsabilidades y dar seguimiento a las acciones
establecidas en el programa.

En este sentido, resulta pertinente que la SEMARNAT
y el Gobierno del estado de Chihuahua impulsen con-
juntamente la actualización del programa, incorporan-
do la participación de los municipios, las instituciones
académicas, los sectores productivos y la sociedad ci-
vil. Este proceso debe permitir la definición de objeti-
vos, medidas, indicadores y responsabilidades institu-
cionales que faciliten su implementación y evaluación.

Particularmente, es necesario que la actualización con-
sidere las condiciones de Ciudad Juárez, cuya dinámi-
ca industrial, urbana y fronteriza requiere acciones es-
pecíficas para prevenir y reducir las emisiones
contaminantes, fortalecer el monitoreo atmosférico y
proteger la salud de su población.

Por lo anterior, resulta necesario exhortar a la Secreta-
ría de Medio Ambiente y Recursos Naturales y al Go-
bierno del estado de Chihuahua para que, en el ámbito
de sus respectivas atribuciones, coordinen las acciones
necesarias para actualizar el Programa de Gestión pa-
ra Mejorar la Calidad del Aire en el Estado de Chi-

huahua, cuya vigencia concluyó en 2025, y fortalezcan
los mecanismos de monitoreo y seguimiento ambien-
tal, con especial atención al municipio de Juárez.

Por lo anterior, sometemos a la consideración de esta
soberanía el siguiente

Punto de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del Honorable Con-
greso de la Unión exhorta respetuosamente a la Secretaría
de Medio Ambiente y Recursos Naturales y al Gobierno
del Estado de Chihuahua para que, en el ámbito de sus res-
pectivas atribuciones y de manera coordinada, impulsen la
actualización del Programa de Gestión para Mejorar la
Calidad del Aire en el Estado de Chihuahua, cuya vigen-
cia concluyó en 2025, incorporando un diagnóstico actua-
lizado de las fuentes de contaminación atmosférica, así
como medidas de prevención, control y reducción de emi-
siones, con especial atención al municipio de Juárez.

Segundo. La Cámara de Diputados del Honorable
Congreso de la Unión exhorta respetuosamente a la
Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales y
al Gobierno del Estado de Chihuahua para que, en co-
ordinación con las autoridades municipales competen-
tes, fortalezcan la evaluación y operación de los siste-
mas de monitoreo de la calidad del aire, así como la
generación y difusión de información ambiental que
permita dar seguimiento a las acciones contempladas
en la actualización del referido programa.

Fuentes:

Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales & Gobierno
del Estado de Chihuahua. (2016). Programa de Gestión para Me-
jorar la Calidad del Aire en el Estado de Chihuahua 2016–2025
(ProAire Chihuahua). https://www.gob.mx/cms/uploads/attach-
ment/file/1087627/ProAire_Chihuahua.pdf

Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales. (2026, 3 de
julio). Programas de Gestión para Mejorar la Calidad del Aire
(ProAire). https://www.gob.mx/semarnat/acciones-y-
programas/programas-de-gestion-para-mejorar-la-calidad-del-aire

Salón de sesiones del Palacio Legislativo de 
San Lázaro, a 13 de octubre de 2026.

Diputada Paloma Domínguez Ugarte (rúbrica)
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CON PUNTO DE ACUERDO, PARA EXHORTAR AL GOBIERNO
DEL ESTADO DE MÉXICO Y A LAS AUTORIDADES FEDERA-
LES COMPETENTES, A FORTALECER LA PREVENCIÓN, IN-
VESTIGACIÓN Y COMBATE A LA EXTORSIÓN MEDIANTE LA
SUPLANTACIÓN DE IDENTIDAD DE SERVIDORES PÚBLICOS
Y EL USO DE HERRAMIENTAS DE INTELIGENCIA ARTIFI-
CIAL, A CARGO DE LA DIPUTADA LAURA IVONNE RUIZ
MORENO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI

La suscrita, diputada federal Laura Ivonne Ruíz More-
no, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional en la LXVI Legislatura, con
fundamento en lo dispuesto por el artículo 6, numeral
1, fracción I, y el artículo 79, numeral 2, fracciones I y
II, del Reglamento de la Cámara de Diputados, some-
to a consideración de esta honorable asamblea la si-
guiente proposición con punto de acuerdo, al tenor de
las siguientes

Consideraciones

La extorsión constituye una de las conductas delictivas
que mayor afectación genera sobre la seguridad, el pa-
trimonio y la tranquilidad de las personas, su evolu-
ción ha incorporado nuevas herramientas tecnológicas
que permiten a quienes delinquen desarrollar mecanis-
mos de engaño cada vez más sofisticados.

El 8 de octubre de 2026 se dio a conocer la detención
de cinco personas señaladas por su probable participa-
ción en una red de extorsión relacionada con la su-
plantación de funcionarios públicos en el Estado de
México, de acuerdo con la información difundida, las
investigaciones fueron realizadas por la Secretaría de
Seguridad y Protección Ciudadana, en coordinación
con la Fiscalía General de Justicia del Estado de Mé-
xico.

De acuerdo con las autoridades, los detenidos estarían
relacionados con investigaciones por la presunta su-
plantación de funcionarios de la Presidencia de la Re-
pública, de la Suprema Corte de Justicia de la Nación
y del Gobierno del Estado de México, entre otras ins-
tituciones, con el propósito de obtener beneficios eco-
nómicos o laborales.

La gravedad de estos hechos radica no solamente en la
utilización indebida de nombres, cargos, fotografías o
logotipos institucionales, sino también en la presunta
utilización de herramientas de inteligencia artificial

para imitar voces y generar conversaciones ficticias
capaces de hacer creer a las víctimas que efectiva-
mente se encuentran en comunicación con un ser-
vidor público o una persona de su confianza.

Según las investigaciones difundidas, el mecanismo
consistía en establecer primero contacto con las vícti-
mas mediante llamadas o mensajes a sus números per-
sonales, utilizando información previamente obtenida
para generar confianza, posteriormente, los presuntos
responsables habrían asumido la identidad de funcio-
narios de mayor nivel para realizar solicitudes de di-
nero, agilizar pagos, obtener beneficios o intervenir en
procesos de contratación e incorporación laboral.

Este tipo de conductas representa un reto adicional pa-
ra las instituciones de seguridad y procuración de jus-
ticia, porque la tecnología permite reproducir elemen-
tos que tradicionalmente eran utilizados por las
personas para verificar la identidad de su interlocutor.

Una voz conocida, una fotografía, un nombre, un
número telefónico o incluso una comunicación apa-
rentemente oficial ya no constituyen, por sí mismos,
elementos suficientes para acreditar la autentici-
dad de una solicitud.

La propia Secretaría de Seguridad y Protección Ciuda-
dana ha advertido previamente sobre el riesgo que re-
presenta la clonación de voz mediante inteligencia ar-
tificial para cometer fraudes y suplantaciones de
identidad, y ha reconocido que esta tecnología puede
utilizarse para solicitar beneficios económicos hacién-
dose pasar por otra persona, asimismo, la Secretaría de
Seguridad del Estado de México reconoce que la ex-
torsión y el fraude telefónico pueden utilizar medios
digitales, engaño y suplantación de identidad para in-
ducir a las víctimas a entregar dinero o información
sensible, la dependencia cuenta además con mecanis-
mos de atención y orientación para víctimas de estas
conductas.

Por ello, resulta necesario que las instituciones públicas
mantengan una estrategia permanente de prevención y
actualización frente a estas nuevas modalidades delic-
tivas, particularmente en el Estado de México, resulta
indispensable fortalecer las capacidades de prevención,
inteligencia, investigación cibernética y atención a víc-
timas, así como los mecanismos de coordinación entre
las instituciones estatales y federales.
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El objetivo no debe limitarse a reaccionar una vez que
el delito ha sido cometido, la prevención debe permi-
tir que la ciudadanía identifique oportunamente comu-
nicaciones sospechosas y conozca mecanismos segu-
ros para verificar si una llamada, mensaje o solicitud
efectivamente proviene de una institución o servidor
público.

También es necesario que las propias instituciones gu-
bernamentales fortalezcan sus mecanismos de autenti-
cación de comunicaciones oficiales, una ciudadanía
que cuenta con mecanismos claros para verificar la
identidad de quien realiza una solicitud se encuentra
en mejores condiciones para evitar convertirse en víc-
tima de una extorsión.

La problemática adquiere una dimensión adicional
cuando se utiliza la identidad de servidores públicos,
la suplantación de una autoridad puede generar una
apariencia de legitimidad que incremente la presión
sobre las víctimas y, al mismo tiempo, puede afectar la
confianza ciudadana en las instituciones.

Por ello, la respuesta debe ser integral y comprender
prevención, investigación, coordinación interinstitu-
cional, atención a víctimas y fortalecimiento de los
mecanismos de comunicación oficial.

La reciente actuación coordinada entre autoridades fe-
derales y del Estado de México demuestra la impor-
tancia de la colaboración entre los distintos órdenes de
gobierno, la detención de cinco personas y la continui-
dad de las investigaciones constituyen parte de una ac-
tuación institucional que debe complementarse con
medidas preventivas para reducir la posibilidad de que
estas modalidades se reproduzcan.

En consecuencia, esta Cámara de Diputados considera
pertinente formular un exhorto al Gobierno del Estado
de México y a las autoridades federales competentes,
para que, en el ámbito de sus atribuciones, fortalezcan
las acciones dirigidas a prevenir y combatir la extor-
sión mediante la suplantación de identidad de servi-
dores públicos y el uso ilícito de herramientas de
inteligencia artificial. Lo anterior, desde luego, debe-
rá realizarse con estricto respeto a los derechos huma-
nos, al debido proceso y a la presunción de inocencia
de las personas sujetas a investigación o proceso pe-
nal.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a
consideración de esta honorable asamblea la siguiente
proposición con

Puntos de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del H. Congreso de
la Unión exhorta respetuosamente al Gobierno del Es-
tado de México, por conducto de la Secretaría de Se-
guridad del Estado de México y de la Fiscalía General
de Justicia del Estado de México, para que, en el ám-
bito de sus respectivas atribuciones, fortalezcan las ac-
ciones de prevención, investigación, persecución y
combate a las modalidades de extorsión que involu-
cren la suplantación de identidad de servidores públi-
cos, particularmente cuando se utilicen llamadas tele-
fónicas, mensajería instantánea, redes sociales,
números telefónicos con imágenes o logotipos institu-
cionales y demás medios digitales.

Segundo. La Cámara de Diputados exhorta respetuo-
samente a la Secretaría de Seguridad del Estado de
México y a la Fiscalía General de Justicia del Estado
de México a fortalecer la coordinación con las autori-
dades federales competentes para la investigación y
persecución de redes dedicadas a la extorsión median-
te suplantación de identidad, especialmente cuando di-
chas conductas involucren tecnologías digitales o he-
rramientas de inteligencia artificial y trasciendan el
territorio de una entidad federativa.

Tercero. La Cámara de Diputados exhorta respetuosa-
mente al Gobierno del Estado de México a reforzar los
mecanismos institucionales de verificación y autenti-
cación de las comunicaciones oficiales, a efecto de fa-
cilitar a la ciudadanía, servidores públicos, empresa-
rios y organizaciones sociales la identificación de
comunicaciones legítimas y reducir el riesgo de que
terceros utilicen indebidamente nombres, cargos, foto-
grafías, voces, logotipos y demás elementos de identi-
ficación institucional para cometer actos de fraude o
extorsión.

Palacio Legislativo de San Lázaro,
13 de octubre de 2026.

Diputada Laura Ivonne Ruíz Moreno (rúbrica)
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CON PUNTO DE ACUERDO, PARA EXHORTAR A DIVERSAS
AUTORIDADES A RECONSIDERAR EL INCREMENTO DE LA
TARIFA DEL SERVICIO FERROVIARIO DE PASAJEROS BUE-
NAVISTA–AEROPUERTO INTERNACIONAL FELIPE ÁNGE-
LES, ASÍ COMO IMPLEMENTAR MECANISMOS DE APOYO
QUE MITIGUEN SU IMPACTO ECONÓMICO, A CARGO DE LA
DIPUTADA LAURA IVONNE RUÍZ MORENO, DEL GRUPO
PARLAMENTARIO DEL PRI

La suscrita, diputada federal Laura Ivonne Ruíz More-
no, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional en la LXVI Legislatura, con
fundamento en lo dispuesto por el artículo 6, numeral
1, fracción I, y el artículo 79, numeral 2, fracciones I y
II, del Reglamento de la Cámara de Diputados, some-
to a consideración de esta honorable asamblea la si-
guiente proposición con punto de acuerdo, al tenor de
las siguientes

Consideraciones

El transporte público constituye un elemento indispen-
sable para garantizar la movilidad de las personas y el
acceso efectivo al empleo, la educación, los servicios
de salud, las actividades comerciales y demás dere-
chos y actividades esenciales.

En la Zona Metropolitana del Valle de México esta re-
alidad adquiere una dimensión particular. La Ciudad
de México y el Estado de México conforman una re-
gión metropolitana profundamente interconectada, en
la que diariamente miles de personas cruzan los lími-
tes territoriales entre ambas entidades para acudir a sus
centros de trabajo, escuelas, hospitales, establecimien-
tos comerciales y demás espacios donde desarrollan
sus actividades cotidianas.

En este contexto, el transporte ferroviario de pasajeros
representa una alternativa fundamental para reducir
tiempos de traslado, disminuir la saturación de las via-
lidades y ofrecer opciones de movilidad masiva a la
población.

El ramal ferroviario que conecta la estación Buenavis-
ta con el Aeropuerto Internacional Felipe Ángeles
constituye, además, una infraestructura estratégica pa-
ra la conectividad de la zona norte de la Zona Metro-
politana del Valle de México, particularmente para los
municipios del Estado de México vinculados con este
corredor ferroviario.

El servicio inició operaciones el 26 de abril de 2026 y,
durante sus primeros meses, contó con una tarifa pro-
mocional de 45 pesos para el recorrido con origen o
destino en el Aeropuerto Internacional Felipe Án-
geles. La tarifa promocional concluirá el 9 de octubre
de 2026 y, a partir del 10 de octubre de 2026, entrará
en vigor un nuevo esquema tarifario basado en la dis-
tancia recorrida.

Con el nuevo esquema, el recorrido completo entre
Buenavista y el AIFA tendrá un costo de 110 pesos
por pasajero, frente a los 45 pesos de la tarifa promo-
cional. Esto representa un incremento de 65 pesos por
viaje, equivalente a aproximadamente 144.4 por cien-
to respecto de la tarifa que se venía aplicando.

El impacto económico de este incremento adquiere
mayor relevancia cuando se analiza desde la perspec-
tiva de quienes utilizan el transporte público de mane-
ra recurrente.

Una persona que realice diariamente un viaje de ida y
vuelta entre Buenavista y el AIFA deberá destinar 220
pesos diarios exclusivamente al transporte ferroviario.
Considerando 20 días de traslado al mes, el gasto ascen-
dería aproximadamente a 4 mil 400 pesos mensuales.

Con la tarifa promocional de 45 pesos, el mismo usua-
rio destinaba aproximadamente 90 pesos diarios y 1
mil 800 pesos mensuales bajo el mismo supuesto de
20 días laborales.

La diferencia alcanza así 2 mil 600 pesos adicionales
al mes.

Para una persona que depende de su ingreso laboral
para cubrir alimentación, vivienda, educación, salud,
servicios y transporte, una erogación adicional de esta
magnitud representa una presión significativa sobre su
economía familiar.

Debe señalarse que no se cuestiona la necesidad de ga-
rantizar la sostenibilidad financiera, operación, mante-
nimiento, seguridad y calidad del servicio ferroviario.
Tampoco se desconoce que las tarifas deben responder
a criterios técnicos y económicos.

Sin embargo, una política tarifaria de transporte públi-
co debe considerar también el principio de accesibili-
dad económica. La movilidad no puede analizarse
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únicamente desde la perspectiva de la infraestructura
disponible; debe considerarse también si las personas
pueden efectivamente pagar por utilizarla.

La situación resulta particularmente relevante para
quienes viven en el Estado de México y utilizan el sis-
tema ferroviario como parte de sus desplazamientos
cotidianos hacia la Ciudad de México o hacia otros
puntos de la zona metropolitana.

La Ley de Movilidad y Seguridad Vial del Estado de
México y sus Municipios establece que la movilidad
es un derecho humano y que la política estatal debe
priorizar el desplazamiento de las personas, procuran-
do disminuir los impactos sociales, de desigualdad y
económicos de la movilidad. Asimismo, reconoce la
necesidad de coordinación entre los distintos niveles
de gobierno.

Por ello, el incremento tarifario del ramal Buenavis-
ta–AIFA debe ser analizado no únicamente como una
decisión relacionada con el costo de un boleto, sino
como una medida que puede tener efectos sobre la mo-
vilidad cotidiana de miles de personas.

Particularmente, debe considerarse la situación de tra-
bajadores y estudiantes que requieren realizar trasla-
dos frecuentes y que, a diferencia de los usuarios oca-
sionales, acumulan diariamente el costo del transporte.

El transporte ferroviario masivo tiene precisamente
entre sus objetivos ofrecer alternativas eficientes fren-
te al automóvil particular y contribuir a reducir los
costos sociales de la movilidad. Si el precio del servi-
cio aumenta de manera considerable para determina-
dos recorridos, existe el riesgo de que algunas perso-
nas deban buscar alternativas menos eficientes, más
prolongadas o incluso más costosas.

Por ello, resulta pertinente que las autoridades federa-
les competentes reconsideren el impacto de la nueva
tarifa y valoren mecanismos que permitan preser-
var la accesibilidad económica del servicio, particu-
larmente para quienes realizan viajes recurrentes.

Entre las alternativas que pueden ser consideradas se
encuentran esquemas de tarifa preferencial, descuen-
tos por recurrencia, abonos, mecanismos para usuarios
frecuentes u otras modalidades que permitan distribuir
de manera más equilibrada el costo del servicio.

No se trata de desconocer la estructura tarifaria autori-
zada, sino de reconocer que una infraestructura pú-
blica de transporte debe cumplir también una fun-
ción social, especialmente cuando conecta territorios
con una elevada interacción económica y laboral.

Asimismo, corresponde al Gobierno del Estado de
México asumir un papel activo dentro del ámbito de
sus atribuciones, La legislación estatal en materia de
movilidad contempla la intervención de las autorida-
des estatales y municipales, así como la coordinación
entre distintos niveles de gobierno para la planeación
y gestión de la movilidad. Incluso contempla instru-
mentos fiscales, regulatorios y tarifarios orientados a
reducir, controlar y compensar los costos sociales y
ambientales de la movilidad, así como mecanismos de
financiamiento para el transporte público masivo y se-
mimasivo.

En consecuencia, el Gobierno del Estado de México
puede contribuir, desde sus propias competencias, a
mitigar los efectos económicos que pudiera generar el
incremento tarifario mediante mecanismos de coordi-
nación, alternativas de movilidad, apoyos o esquemas
que favorezcan la accesibilidad del transporte para la
población mexiquense.

La presente proposición no pretende solicitar informes
ni explicaciones administrativas. Tampoco pretende
invadir las competencias de las autoridades encarga-
das de determinar las tarifas ferroviarias.

Su propósito es concreto: exhortar a las autoridades
federales a reconsiderar el impacto del incremento
y adoptar mecanismos que permitan mantener la
accesibilidad económica del servicio, y al Gobierno
del Estado de México a utilizar sus atribuciones pa-
ra contribuir a reducir el impacto que dicho incre-
mento tendrá sobre la población mexiquense.

La movilidad metropolitana exige coordinación. La
población no vive ni se desplaza conforme a límites
administrativos; trabajadores, estudiantes y familias
utilizan diariamente sistemas que atraviesan distintos
municipios y entidades federativas, por ello, las políti-
cas públicas de transporte deben responder a esa reali-
dad, un sistema ferroviario moderno debe ser eficien-
te, seguro y sostenible, pero también debe ser
accesible para las personas que dependen de él.
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El incremento de 45 a 110 pesos en el recorrido com-
pleto Buenavista–AIFA representa una diferencia que
no puede ser considerada menor para quienes utilizan
cotidianamente este medio de transporte.

Esta Cámara de Diputados debe atender las conse-
cuencias económicas que las decisiones de política pú-
blica pueden generar sobre las familias y, particular-
mente, sobre quienes utilizan el transporte público
como una necesidad cotidiana.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a
consideración de esta honorable asamblea la siguiente
proposición con

Puntos de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del H. Congreso de
la Unión exhorta respetuosamente a las autoridades fe-
derales competentes en materia de transporte ferrovia-
rio de pasajeros para que, en el ámbito de sus respec-
tivas atribuciones, reconsideren el incremento de la
tarifa aplicable al recorrido Buenavista–Aeropuerto
Internacional Felipe Ángeles y valoren el estableci-
miento de mecanismos tarifarios preferenciales para
las personas usuarias recurrentes, particularmente tra-
bajadoras, trabajadores, jóvenes estudiantes y demás
población que utiliza este servicio como medio habi-
tual de transporte entre la Ciudad de México y el Es-
tado de México.

Segundo. La Cámara de Diputados del H. Congreso
de la Unión exhorta respetuosamente al Gobierno del
Estado de México, por conducto de las autoridades
competentes en materia de movilidad, para que, en el
ámbito de sus atribuciones y en coordinación con las
autoridades federales competentes, implemente meca-
nismos de apoyo, coordinación y alternativas de movi-
lidad que contribuyan a mitigar el impacto económico
derivado del incremento de las tarifas del servicio fe-
rroviario en las personas usuarias del Estado de Méxi-
co, particularmente aquellas que realizan traslados co-
tidianos por motivos laborales, educativos o de acceso
a servicios.

Tercero. La Cámara de Diputados del H. Congreso de
la Unión exhorta respetuosamente a las autoridades fe-
derales y estatales competentes a fortalecer la coordi-
nación metropolitana en materia de movilidad y trans-
porte público masivo, a fin de favorecer esquemas que

garanticen accesibilidad económica, conectividad y
continuidad en los desplazamientos entre la Ciudad de
México y el Estado de México.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 13 de octubre de 2026.

Diputada Laura Ivonne Ruíz Moreno (rúbrica)

CON PUNTO DE ACUERDO, PARA EXHORTAR A DIVERSAS
AUTORIDADES A REFORZAR LAS ACCIONES PARA ERRADI-
CAR LA VENTA ILEGAL Y MUTILACIÓN DE AJOLOTES EN
MERCADOS PÚBLICOS, ASÍ COMO A IMPLEMENTAR UNA
CAMPAÑA NACIONAL DE CONCIENTIZACIÓN QUE DES-
ALIENTE SU COMPRA, A CARGO DE LA DIPUTADA FUEN-
SANTA GUADALUPE GUERRERO ESQUIVEL, DEL GRUPO
PARLAMENTARIO DEL PRI

Quien suscribe, Fuensanta Guadalupe Guerrero Es-
quivel, diputada federal del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional de la LXVI Le-
gislatura del H. Congreso de la Unión y con funda-
mento en lo dispuesto por los artículos 6, numeral 1,
fracción I, y 79, numeral 1, fracción II, y numeral 2,
del Reglamento de la Cámara de Diputados, someto a
consideración de esta honorable asamblea, proposi-
ción con punto de acuerdo, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Hay un animal que México lleva en la cartera. Desde
2021, el ajolote ocupa el reverso del billete de cin-
cuenta pesos; está en murales, en estaciones del trans-
porte público, en juguetes y playeras, y durante la Co-
pa Mundial de este año su imagen cubrió calles y
puentes de la Ciudad de México. Pocos seres vivos
han sido adoptados con tanto cariño como símbolo de
lo que somos.
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Y, sin embargo, mientras su figura se multiplica en las
paredes, el ajolote de carne y hueso desaparece de los
canales y aparece, sin papeles y sin cuidados, en las
peceras de los mercados. Lo que hoy sabemos es toda-
vía más grave: para venderlo, lo están mutilando.

A principios de octubre de 2026, investigadores de la
Universidad Nacional Autónoma de México dieron
a conocer que la red que trafica con ajolotes los muti-
la para incentivar su compra.

De acuerdo con el médico veterinario Horacio Mena,
integrante del Instituto de Biología de la UNAM y es-
pecialista en la especie, los vendedores ofrecen cortar-
le una pata al ejemplar para que el comprador se lo lle-
ve a casa y vea cómo vuelve a crecer. Los
investigadores han recibido reportes telefónicos de
que estas prácticas se realizan en mercados públicos
de la Ciudad de México y de Tlaxcala.

La extraordinaria capacidad de regeneración del ajolo-
te, que la ciencia de todo el mundo estudia con la es-
peranza de entender cómo reparar tejidos humanos, ha
sido convertida en un truco de mostrador. Que la ex-
tremidad vuelva a crecer no hace menos grave el acto:
se le causa una lesión deliberada, sin fin científico ni
veterinario alguno, a un ejemplar ya debilitado por el
estrés y por las malas condiciones de cautiverio.

No es un hecho aislado. A finales de mayo de 2026, un
trabajo periodístico documentó que en el Mercado de
Mixiuhca, en la alcaldía Venustiano Carranza de la
Ciudad de México, bastaba preguntar en los locales
para adquirir un ajolote por 500 pesos, sin certificado
de la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Natu-
rales ni documento alguno que acreditara su legal pro-
cedencia, y con apenas un par de instrucciones de cui-
dado. El ejemplar fue trasladado al Laboratorio de
Restauración Ecológica del Instituto de Biología de la
UNAM, a donde llegó sumamente estresado, con pér-
dida de filamentos branquiales y con ulceraciones en
distintas partes del cuerpo, señales de un sistema in-
mune debilitado. Su rehabilitación ha tomado meses.

Los propios especialistas explican lo que ocurre con la
mayoría de los ejemplares que salen de esos puestos.
El ajolote no es un pez: requiere agua fría, de entre 17
y 19 grados, alimento vivo y un espacio amplio y lim-
pio; mantenerlo de manera adecuada supone una in-
versión inicial cercana a los 30 mil pesos. Quien lo

compra en 500 pesos rara vez lo sabe. Por eso hay
ejemplares de seis meses que mueren al mes de haber
sido comprados, y cuando llegan a consulta, muchas
veces ya no es posible hacer nada por ellos.

Las autoridades conocen el problema. En enero de
2026, la Agencia de Atención Animal de la Ciudad de
México identificó públicamente a ese mismo mercado
como un punto crítico por la venta de seres sintientes
y de especies protegidas, y reconoció que, por tratarse
de vida silvestre, su atención compete también al or-
den federal. Y en julio de 2025, la Procuraduría Fede-
ral de Protección al Ambiente informó del asegura-
miento de 22 ejemplares de fauna silvestre, cuatro
ajolotes entre ellos, que se ofrecían sin documentación
en las inmediaciones del mercado El Tepetate, en la
ciudad de Querétaro.

El comercio ilegal de esta especie no es exclusivo de
una ciudad ni de un mercado.

El ajolote mexicano (Ambystoma mexicanum) es una
especie endémica del Valle de México. La Norma Ofi-
cial Mexicana NOM-059-SEMARNAT-2010 lo clasi-
fica en la categoría “en peligro de extinción (P)”; la
Lista Roja de la Unión Internacional para la Conser-
vación de la Naturaleza lo considera “en peligro críti-
co”; y la Convención sobre el Comercio Internacional
de Especies Amenazadas de Fauna y Flora Silvestres
(CITES) lo incluye en su Apéndice II.

Las cifras explican por qué. En 1998 se estimaban 6
mil ajolotes por kilómetro cuadrado en Xochimilco;
en el censo que el Instituto de Biología de la UNAM
realizó en 2014 quedaban 36. Desde 2024, la Univer-
sidad lleva a cabo un nuevo censo, cuyos primeros re-
sultados alertan de que la disminución continúa. A ello
se suma la fragilidad natural de la especie: de acuerdo
con los especialistas, de una puesta de 300 ajolotes,
apenas el uno por ciento llega a la edad adulta en vida
libre.

El comercio ilegal agrava ese panorama por partida
doble. Por un lado, como advierten los investigadores,
comprar un ajolote en el mercado ilegal fomenta su re-
producción sin interés alguno en mejorar su genética y
equivale, prácticamente, a condenar al ejemplar a unos
pocos meses de vida. Por otro, golpea a quienes sí
cumplen la ley: en México existen Unidades de Mane-
jo para la Conservación de la Vida Silvestre y predios
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e instalaciones autorizados por la Secretaría de Medio
Ambiente y Recursos Naturales que reproducen y co-
mercializan ajolotes de manera legal y con la docu-
mentación correspondiente. Cada ejemplar vendido
sin papeles debilita también ese esfuerzo de conserva-
ción.

El marco jurídico no deja lugar a dudas. Desde la re-
forma publicada en el Diario Oficial de la Federación
el 2 de diciembre de 2024, el artículo 4o. de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos dis-
pone que queda prohibido el maltrato a los animales y
que el Estado mexicano debe garantizar su protección,
trato adecuado, conservación y cuidado.

La Ley General de Vida Silvestre prohíbe estricta-
mente, en su artículo 30, todo acto de crueldad en con-
tra de la fauna silvestre; exige, en su artículo 51, que
la legal procedencia de los ejemplares que se encuen-
tran fuera de su hábitat natural se demuestre con la
marca, la nota de remisión o la factura correspondien-
te; y considera infracciones, en su artículo 122, tanto
poseer ejemplares sin contar con los medios para de-
mostrar su legal procedencia como realizar actos que
contravengan las disposiciones de trato digno y respe-
tuoso, conductas que su artículo 127 sanciona con
multas de hasta 50 mil y hasta 5 mil veces la Unidad
de Medida y Actualización, respectivamente.

El Código Penal Federal, en su artículo 420, fraccio-
nes IV y V, sanciona con hasta nueve años de prisión a
quien realice cualquier actividad con fines de tráfico,
posea o transporte algún ejemplar de una especie en
peligro de extinción, así como a quien lo dañe, y pre-
vé una pena adicional cuando la conducta se realiza
con fines comerciales. Cortarle una extremidad a un
ajolote para venderlo no es, entonces, una mala prácti-
ca comercial: puede constituir, al mismo tiempo, tráfi-
co de una especie protegida, daño a un ejemplar en pe-
ligro de extinción y un acto de crueldad prohibido por
la ley.

En el ámbito local, la Ley de Protección y Bienestar de
los Animales de la Ciudad de México prohíbe, en su
artículo 25, la venta de animales vivos en mercados
públicos y en la vía pública; y en Tlaxcala, la Ley de
Protección y Bienestar Animal para el Estado y el Có-
digo Penal local sancionan el maltrato y la crueldad
contra los animales.

A lo anterior se suma un hecho reciente. A finales de
septiembre de 2026, el Senado de la República apro-
bó, con 115 votos a favor, la minuta que expide la Ley
General en Materia de Bienestar, Cuidado y Protec-
ción de los Animales, que reconoce a los animales co-
mo seres sintientes y que hoy se encuentra en esta Cá-
mara de Diputados para su análisis. El país avanza
hacia un estándar nacional de protección animal; sería
un contrasentido que, mientras tanto, la especie más
emblemática de nuestra fauna siga siendo mutilada a
la vista de todos.

El problema, entonces, no es la ausencia de normas, si-
no la distancia entre lo que la ley dice y lo que ocurre
en el pasillo de un mercado. La inspección y vigilan-
cia de la vida silvestre corresponde a la Federación,
por conducto de la Procuraduría Federal de Protección
al Ambiente; la regulación de los mercados públicos y
la protección de los animales que en ellos se ofrecen,
a las autoridades locales; y la persecución del tráfico
de especies, al Ministerio Público de la Federación.
Cuando cada autoridad espera a que actúe la otra,
quien gana es el traficante.

Los investigadores hablan de una red, no de vendedo-
res aislados. Ejemplares que aparecen en mercados de
dos entidades federativas, sin documento alguno y con
las mismas prácticas de venta, hacen presumir la exis-
tencia de criaderos clandestinos, acopio, traslado y
distribución. Por eso, esta proposición no se limita a
plantear operativos en los puntos de venta: propone
que se investigue la cadena completa.

Pero ningún operativo será suficiente mientras exista
quien compre. Buena parte de quienes adquieren un
ajolote en un mercado lo hacen por cariño hacia la es-
pecie, sin saber que esa venta es ilegal, que el animal
probablemente morirá en pocas semanas y que la “de-
mostración” que se les ofrece es un acto de crueldad.
De ahí la necesidad de una campaña nacional de in-
formación y concientización, construida con las ins-
tituciones académicas que más conocen a la especie,
que diga con claridad tres cosas: que un ajolote sin do-
cumentos de legal procedencia no debe comprarse,
que mutilarlo está prohibido y a dónde acudir para de-
nunciar.

El ajolote ha sobrevivido a la desecación de los lagos,
a la contaminación de los canales y a las especies in-
vasoras. No puede ser que lo que termine con él sea
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nuestra propia fascinación. Proteger al animal vivo, y
no sólo a su imagen, es la manera más seria de honrar
un símbolo.

La presente proposición busca acompañar y fortalecer
el trabajo de las autoridades ambientales y de procura-
ción de justicia, respaldar la labor de las y los investi-
gadores de la Universidad Nacional Autónoma de Mé-
xico que dieron la voz de alerta, y enviar un mensaje
claro: en México, la crueldad contra una especie en pe-
ligro de extinción no puede ser una estrategia de venta.

Por lo anteriormente expuesto, sometemos a la consi-
deración de esta honorable asamblea, la siguiente pro-
posición con

Punto de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del H. Congreso de
la Unión exhorta respetuosamente a la Procuraduría
Federal de Protección al Ambiente para que, en coor-
dinación con la Secretaría de Medio Ambiente y Re-
cursos Naturales y con las autoridades competentes de
la Ciudad de México y del Estado de Tlaxcala, refuer-
ce las acciones de inspección y vigilancia en mercados
públicos, tianguis, acuarios y demás puntos de venta
de animales, a fin de detectar y erradicar la comercia-
lización ilegal y la mutilación de ejemplares de ajolo-
te (Ambystoma mexicanum); asegure a los ejemplares
que no cuenten con la documentación que acredite su
legal procedencia; garantice su canalización a instala-
ciones especializadas para su atención y rehabilita-
ción; e imponga las sanciones que correspondan con-
forme a la Ley General de Vida Silvestre.

Segundo. La Cámara de Diputados del H. Congreso
de la Unión exhorta respetuosamente a la Fiscalía Ge-
neral de la República para que, en el ámbito de sus
atribuciones y con pleno respeto a su autonomía, in-
vestigue los hechos dados a conocer por investigado-
res de la Universidad Nacional Autónoma de México
sobre la existencia de una red dedicada al tráfico y a la
mutilación de ajolotes en mercados públicos de la Ciu-
dad de México y del Estado de Tlaxcala y, en su caso,
ejerza acción penal por los delitos contra la biodiver-
sidad previstos en el artículo 420 del Código Penal Fe-
deral.

Tercero. La Cámara de Diputados del H. Congreso de
la Unión exhorta respetuosamente, con pleno respeto a

su autonomía y soberanía, al Gobierno de la Ciudad de
México y al Gobierno del Estado de Tlaxcala, así co-
mo a las alcaldías y a los ayuntamientos de dichas en-
tidades federativas, para que, en el ámbito de sus res-
pectivas competencias, verifiquen el cumplimiento de
la legislación local en materia de protección y bienes-
tar animal en los mercados públicos de su jurisdicción;
impidan la venta de animales vivos en los espacios en
los que se encuentra prohibida; sancionen los actos de
maltrato y crueldad cometidos en contra de ajolotes y
de otras especies; y den vista a las autoridades federa-
les competentes cuando se trate de ejemplares de vida
silvestre.

Cuarto. La Cámara de Diputados del H. Congreso de
la Unión exhorta respetuosamente a la Secretaría de
Medio Ambiente y Recursos Naturales para que, en
coordinación con la Procuraduría Federal de Protec-
ción al Ambiente y con la colaboración de las institu-
ciones académicas y de investigación especializadas
en la conservación de la especie, diseñe e implemente
una campaña nacional de información y concientiza-
ción que desaliente la compra de ajolotes sin docu-
mentación de legal procedencia, advierta que su muti-
lación constituye un acto de crueldad prohibido por la
ley, difunda los canales de denuncia ciudadana y pro-
mueva la conservación de la especie y de su hábitat.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro,
a 13 de octubre del 2026.

Diputada Fuensanta Guadalupe Guerrero Esquivel
(rúbrica)

Martes 13 de octubre de 2026 Gaceta Parlamentaria41



Gaceta Parlamentaria Martes 13 de octubre de 202642

Cámara de Diputados del Honorable Congreso de la Unión, LXVI Legislatura

Secretaría General
Secretaría de Servicios Parlamentarios
Gaceta Parlamentaria de la Cámara de Diputados
Director: Juan Luis Concheiro Bórquez, Edición: Casimiro Femat Saldívar, Ricardo Águila Sánchez, Antonio Mariscal Pioquinto.
Apoyo Documental: Dirección General de Proceso Legislativo. Domicilio: Avenida Congreso de la Unión, número 66, edificio E, cuarto nivel, Palacio Le-
gislativo de San Lázaro, colonia El Parque, CP 15969. Teléfono: 5036 0000, extensión 54046. Dirección electrónica: http://gaceta.diputados.gob.mx/

Mesa Directiva
Diputados: Raúl Bolaños Cacho-Cué, presidente; vicepresidentes, Sergio Carlos
Gutiérrez Luna, MORENA; Annia Sarahí Gómez Cárdenas, PAN; Nayeli Arlen Fer-
nández Cruz, PVEM; secretarios, Julieta Villalpando Riquelme, MORENA; Diana
Estefanía Gutiérrez Valtierra, PAN; Felipe Miguel Delgado Carrillo, PVEM; Fran-
cisco Amadeo Espinosa Ramos, PT; Fuensanta Guadalupe Guerrero Esquivel,
PRI; Laura Iraís Ballesteros Mancilla, MOVIMIENTO CIUDADANO.

Junta de Coordinación Política
Diputados: Ricardo Monreal Ávila, presidente; José
Elías Lixa Abimerhi, PAN; Carlos Alberto Puente
Salas, PVEM; Reginaldo Sandoval Flores, PT; Ru-
bén Ignacio Moreira Valdez, PRI; Ivonne Aracely
Ortega Pacheco, MOVIMIENTO CIUDADANO.


